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RESUMEN 

 

El desarrollo de la tesis abarca un análisis extensivo de la Ley Reformatoria al 

Título V “Del Derecho de Alimentos”, Libro II, del Código Orgánico de la Niñez y 

Adolescencia, determinando los aspectos tanto positivos como negativos que 

se han dado a partir de la misma.  Por otro lado, se establece la importancia del 

derecho de alimentos: quiénes son los titulares; los obligados a la prestación 

alimenticia principales y subsidiarios; ¿cuáles son las sanciones por el 

incumplimiento con la obligación alimenticia? 

 

Además, se pretende explicar los criterios legales en los que se basaron los 

miembros del Consejo Nacional de la Niñez para la fijación de la tabla de 

pensiones alimenticias mínimas y las medidas coercitivas que el Estado a 

través de sus instituciones ha implementado para garantizar de todas las 

maneras posibles, la protección de este grupo vulnerable como son los niños, 

niñas y adolescentes, a fin de que los obligados respondan lo más pronto 

posible con el pago de su obligación alimenticia. 

 

En fin, es un tema que se ha analizado visualizando el enfoque de ambos 

lados, esto es, de los titulares como de los obligados a este derecho 

importantísimo para la subsistencia de todo ser humano, que ha generado 

polémica precisamente por su trascendencia y preocupación de la sociedad. 
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ABSTRACT 

 

The development of the thesis includes an extensive analysis of the Reform 

Law "Food Law", Book II of the Code of Childhood and Adolescence, identifying 

both positive and negative aspects that have been taken from the same.  On 

the other hand, establishes the importance of the right foods: who are the 

holders, the obligation to provide main and subsidiary food, what are the 

sanctions for noncompliance with the maintenance obligation? 

 

Another aim is to explain the legal criteria based on which members of the 

National Children's Council to fix the table of maintenance and minimum 

coercion that the state through it´s institutions has been implemented to ensure 

all possible ways, protecting this vulnerable group such as children and 

adolescents, so that those forced to respond as soon as possible with payment 

of his maintenance obligation. 

 

Finally, it is an issue that has been analyzed by viewing the approach from both 

sides, that is, the headlines as the law required this important for the survival of 

every human being, which has generated controversy precisely because of its 

importance and concern society. 
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INTRODUCCIÓN 

 

El presente trabajo ha sido realizado tomando en consideración las nuevas 

normas de la Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y 

Adolescencia publicada en el Registro Oficial No.  643 de martes 28 de julio del 

2009, respecto del derecho de alimentos. 

 

En el desarrollo de esta tesis se analizan varios aspectos como son: 

 

 Generalidades del derecho de alimentos; 

 titulares del derecho de alimentos; 

 personas obligadas a la prestación de alimentos; 

 formas de prestar alimentos; 

 procedimiento para la fijación y cobro de los alimentos; 

 Obligados subsidiarios a la prestación de alimentos. 

 

El enfoque y análisis jurídico de las reformas al Código de la Niñez y 

Adolescencia que se ha dado en el presente trabajo, es un tema fundamental e 

importante que sirve, para que la sociedad comprenda de una mejor manera 

algo tan fundamental como es el derecho de alimentos, que no solo comprende 

la alimentación sino también la salud, vivienda, educación y recreación que 

todo ser humano para su desarrollo integral y para su buen vivir necesita. 

 

Por último, las conclusiones y recomendaciones que se dejan establecidas, 

permiten señalar la conveniencia de las reformas. 

 

Se ha considerado redactar esta tesis en cinco capítulos: 

 

Primer capítulo.- Se refiere en breves líneas a la historia y evolución del 

derecho de alimentos tanto a nivel mundial como nacional.  Por otro lado, se 

menciona algunas definiciones del derecho de alimentos, muy importantes y 

correctamente escritas por varios tratadistas de gran prestigio, y se ha 
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considerado adecuar de una mejor manera este tema, en el sistema jurídico del 

Ecuador con una definición legal establecida en el Código Civil y en el Código 

de la Niñez y Adolescencia.  En este capítulo se señalan las características 

principales del derecho de alimentos tales como ser intransferible, 

intransmisible, irrenunciable, imprescriptible, inembargable, no admite 

compensación ni reembolso de lo pagado y hace énfasis en que este derecho 

constituye una obligación privilegiada, es decir ante cualquier otra obligación, 

está primera la obligación alimenticia. 

 

Segundo capítulo.- Se refiere a los Titulares del Derecho de Alimentos.  Este 

capítulo es uno de los más importantes puesto que si no hubieran titulares del 

derecho de alimentos no tendría sentido que exista la obligación alimenticia.  

Por esta razón en las últimas reformas al Derecho de Alimentos del Código de 

la Niñez y Adolescencia se ha elaborado una clasificación muy similar a la 

establecida en el Código de la Niñez y Adolescencia del 2003. 

 

En primer lugar se encuentra el derecho de alimentos a las niñas, niños y 

adolescentes. 

 

En segundo lugar se ubica el derecho de alimentos a los adultos o adultas 

hasta la edad de 21 años.  Entre los requisitos para que se puede ejercer este 

derecho se menciona que el alimentante debe estar estudiando en alguna 

Universidad, instituto de estudios superiores, entre otros y que esto le impida 

poder trabajar y valerse por sí mismo. 

 

En un tercer orden está el Derecho de Alimentos de las personas de cualquier 

edad que padezcan de una discapacidad, pues es imprescindible que el Estado 

como tal tenga muy en cuenta a las personas vulnerables de la sociedad y las 

proteja. 

 

Por último pero no por eso menos importante, se encuentra el Derecho de 

Alimentos de la Mujer Embarazada como medio de protección al ser humano 

que está por nacer. 
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Es importante mencionar que no solamente se ha analizado la normativa 

jurídica nacional sino además se ha tratado legislación comparada e inclusive 

normativa jurídica de carácter internacional como es la Convención de los 

Derechos del Niño vigente desde el 2 de septiembre de 1990. 

 

Tercer capítulo.- Contempla a los obligados a la prestación del derecho de 

alimentos.  Así mismo se estudia la conveniencia o no de las reformas; pues en 

las mismas se ve la posibilidad de que en caso de incumplimiento de la 

obligación a prestar alimentos que tiene el padre o madre de los menores o 

personas adultas hasta los 21 años de edad, que se encuentran bajo 

dependencia de sus padres, asuman responsabilidad en el pago de las 

mismas, los abuelos, tíos, entre otros, a fin de precautelar el interés superior 

del niño. 

 

Igualmente, las últimas reformas al Derecho de Alimentos del Código de la 

Niñez y Adolescencia establecen un orden determinado de los obligados: 

 

En primer lugar y como es lógico tenemos a los padres del titular o titulares del 

derecho de alimentos.  Un aspecto importante es el procedimiento para la 

correspondiente aplicación de la prueba de ADN, y su validez procesal y de 

prueba determinante de la relación parento-filial. 

 

Luego se encuentran los abuelos y abuelas, quienes en la mayoría de 

ocasiones son ellos los que se ven obligados directamente a cubrir con la 

obligación alimenticia en nombre de sus hijos. 

 

En tercer lugar tenemos a los hermanos de los titulares del derecho de 

alimentos como obligados a la prestación del derecho de alimentos siempre y 

cuando tengan suficientes recursos económicos para subsistir por sí mismos y 

la capacidad de poder obligarse a la prestación de alimentos de sus hermanos 

menores, discapacitados o que se encuentren estudiando.  Y, 
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Por último, tenemos a los tíos de los titulares del derecho de alimentos. 

 

Cabe recalcar un aspecto muy importante como es la imposibilidad de localizar 

a los padres migrantes.  El deber fundamental del Estado es reconocer el 

derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, 

mental, espiritual, moral y social, por lo que debe garantizar por todos los 

mecanismos que sean necesarios el ejercicio de este derecho, no solamente 

porque el ordenamiento jurídico del país lo disponga sino además porque así lo 

mandan los tratados internacionales de los cuales el Ecuador es parte. 

 

La Convención de los Derechos del Niño, dentro de su normativa en su artículo 

3 establece que los Estados Partes -entre ellos Ecuador- se comprometen a 

asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su 

bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u 

otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las 

medidas legislativas y administrativas adecuadas. 

 

Esta Convención ya engloba a todos los obligados a la prestación alimenticia 

señalada en las últimas reformas al Derecho de Alimentos del Código de la 

Niñez y Adolescencia. 

 

Cuarto capítulo.- Expone con claridad las formas de prestar alimentos 

atendiendo a varios parámetros como son las necesidades básicas por edad 

del alimentado, los ingresos y recursos del obligado al pago de alimentos: la 

estructura, distribución de gasto familiar e ingreso de los alimentantes y 

derechohabientes; y, la inflación; 

 

Quinto capítulo.- Establece los parámetros para la elaboración de la Tabla de 

Pensiones: 
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 Los subsidios convencionales y otros beneficios legales; 

 

 La obligación de las entidades públicas y privadas para facilitar la 

retención de la pensión alimenticia así como su correspondiente pago a 

través del sistema financiero o depósitos en los correspondientes 

Tribunales; 

 

 Determina las medidas cautelares de apremio real y/o personal en caso 

de incumplimiento del obligado al pago de las prestaciones de alimentos y 

obligados subsidiarios; 

 

 Determina el Procedimiento para la fijación y cobro de pensiones 

alimenticias y de supervivencia, entre ellas: 

 

 La demanda y sus requisitos; 

 La calificación de la demanda y la correspondiente citación; 

 La notificación electrónica; 

 La audiencia única; 

 El diferimiento de la audiencia; 

 La resolución; 

 El recurso de apelación; 

 Tramitación en segunda instancia; 

 Incidentes para aumento o disminución de pensión; 

 La indexación automática anual; 

 Sanción por incumplimiento de términos y plazos; y, 

 El uso de normas supletorias. 

 

Complementándose el desarrollo de esta tesis con un aporte personal 

contenido en las conclusiones y recomendaciones que se realizan al concluir 

este trabajo de investigación. 
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CAPITULO I 

 

1 GENERALIDADES DEL DERECHO DE ALIMENTOS 

 

1.1 ETIMOLOGÍA Y ASPECTO HISTÓRICO 

 

Etimología: 

 

La palabra derecho deriva de la voz "directum", que significa "lo que está 

conforme a la regla, a la ley, a la norma", o como expresa Villoro Toranzo, lo 

que no se desvía ni a un lado ni otro. 

 

Etimológicamente la palabra Alimentos deriva del sustantivo latino “alimentum” 

y del verbo “alere” que significa alimentar.  También proviene del prefijo “alo” 

que significa nutrir.  En la Enciclopedia Jurídica Omeba se define jurídicamente 

como alimentos a “todo aquello que una persona tiene derecho a percibir de 

otra –por ley, declaración judicial o convenio– para atender a su subsistencia, 

habitación, vestido, asistencia médica, educación e instrucción” 

 

Por lo tanto, el derecho de alimentos es aquella protección en dinero y 

excepcionalmente en especie, que toda persona tiene derecho a percibir de 

otra, por ley, declaración judicial o convenio, necesaria para el mantenimiento y 

subsistencia de la persona beneficiaria y puede reclamarlo a las personas 

señaladas por la ley. 

 

Aspecto Histórico: 

 

a) Derecho Griego.- En la antigua Grecia, especialmente en Atenas, el padre 

tenía la obligación de mantener y educar a la prole.  Los descendientes, a 

su vez, tenían la obligación de alimentar a sus ascendientes.  Sin 

embargo, esta obligación desaparecía cuando el padre no otorgó al hijo 
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una educación conveniente, o promovía a la prostitución en los casos de 

nacimiento de concubina.  En el derecho de los papiros aparecen también 

en los contratos matrimoniales, frecuentes alusiones a la obligación 

alimenticia del marido con la mujer, el derecho de la viuda o divorciada de 

recibir alimentos hasta que le fuera restituida la dote. 

 

En conclusión, en el derecho griego no hubo un desarrollo transcendental 

del derecho de alimentos, al contrario del derecho romano. 

 

b) Derecho Romano.- Como todas las instituciones sociales y jurídicas, la 

familia experimenta una notable evolución durante la vigencia del Derecho 

Romano. 

 

En un primer momento, durante la época arcaica y gran parte del período 

clásico, la familia romana es una institución más social que jurídica, donde 

por encima de cualquier otro aspecto, destaca el poder casi absoluto del 

pater familias respecto de todos los miembros que integran su familia, que 

se encontraban sometidos bajo su poder. 

 

En las etapas posteriores del derecho romano fue cambiándose el 

concepto de familia que se ha enunciado para acercarse más a lo que 

ahora se conoce por familia. 

 

En el Digesto se obligaba a los parientes a darse alimentos 

recíprocamente.  La obligación comprendía a los consanguíneos legítimos 

en línea directa ascendente o descendente.  Hasta varios siglos después, 

en época de Justiniano, la obligación no se hace extensiva a los 

cónyuges.  Son escasas las referencias que la doctrina romanista dedica 

a la institución de alimentos y a su tutela. 

 

Según sostienen varios tratadistas, y parece que es algo aceptado por la 

doctrina, que el procedimiento para conocer de las reclamaciones de 
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alimentos era el de la extraordinaria cognitio.  Este procedimiento se inicia 

a partir del Principado, y nace como consecuencia de la concentración de 

poderes en manos del Príncipe.  El procedimiento se desarrollaba 

directamente ante él, o bien ante un funcionario en quien el Príncipe 

delegaba generalmente, el cónsul. 

 

Sin embargo, respecto de la competencia de los cónsules para conocer 

de las reclamaciones de alimentos, se desconoce si responde a una 

explícita atribución, o más bien es por la vía de hecho por la que tienen 

conocimiento de las reclamaciones de alimentos.  Además los cónsules 

tenían la competencia para conocer sobre el comportamiento de los hijos 

y esclavos en relación con el pater. 

 

Posteriormente el Príncipe, investido de imperium, es quien conoce sin 

necesidad de que las partes decidan someterse voluntariamente y 

mediante la litiscontestatio a la decisión de un tercero, que es iudex 

porque las partes lo han decidido. 

 

Una muestra, referida al juicio de alimentos, de que el sometimiento a la 

decisión del juez es real y no fruto de la litiscontestatio, la encontramos en 

Digesto 25, 3, 5, 10, donde se establece que «si alguno de éstos se 

negare a dar alimentos, se señalarán los alimentos con arreglo a sus 

facultades; pero si no se prestasen, se le obligará a dar cumplimiento a la 

sentencia tomándole prendas y vendiéndolas».  El procedimiento, por el 

cual se tramitaban estas peticiones tenía carácter sumario, aunque el 

sentido con el que se emplea en el Digesto es como sinónimo de 

abreviado o simplificado.  Estos procedimientos responden, 

principalmente, al propósito de lograr una mayor rapidez, celeridad en la 

resolución de las controversias y, para ello, se reducen los medios de 

prueba o se prescinde de algunos trámites o se acortan los plazos. 
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En síntesis, se prevé que los jueces puedan pronunciarse sobre el 

derecho a percibir los alimentos con independencia de que el parentesco 

haya quedado plenamente acreditado. 

 

No es necesaria la prueba plena del parentesco,1 aun en el caso de que 

sea negado por el alimentante, porque el juicio de alimentos no prejuzga 

la verdad de la filiación, que podrá debatirse después en un juicio 

posterior, como se señala en dos lugares del Digesto: aunque los jueces 

hubieran sentenciado que se tiene derecho a los alimentos, la sentencia 

no es de que sea hijo, sino de que debe recibir alimentos. 

 

Así se procedía de acuerdo al Código de Menores de Ecuador vigente 

hasta enero del 2003, se fijaba alimentos pero no se establecía la 

paternidad del alimentante –por las pruebas- era un “protector”. 

 

En los procesos sumarios, como el de alimentos, se parte de la existencia 

de un hecho que no admite discusión, el parentesco, aun a pesar de que 

la certeza positiva o negativa de ese hecho condicione el otorgamiento de 

la tutela solicitada. 

 

Es decir, acreditada inicialmente la relación de parentesco, podrán 

concederse los alimentos sin perjuicio de que posteriormente en otro 

proceso sean después denegados por haber acreditado el alimentante 

que no es pariente del alimentista.  El juicio de alimentos se configura así, 

porque la materia objeto de tutela requiere una pronta satisfacción. 
                                                 
1.A esta prueba se refiere BIONDO BIONDI al explicar que quien hubiera sucumbido en la sede 

sumaria podrá proporcionar más adelante la prueba plena del mismo asunto (cfr.  voz 
«CognitioSummaria», Novissimo Digesto Italiano, Turín, 1957, p. 436, y 
«Summatimcognoscere», op.  cit., p.  244).  Es decir, la prueba relativa a determinar si 
se es hijo o no de quien se afirma ser, será una prueba sumaria, pero prueba, al fin y al 
cabo, puesto que alguna actividad probatoria debía exigirse cuando se afirma que, para 
el caso de que no pruebe, no se decreten los alimentos (cfr.  Digesto 25, 3, 5, 8).  Del 
mismo modo, MARTÍNEZ GIJÓN sostiene que «cabe, con apoyo en varios textos del 
Digesto, que el Juez acepte una prueba semiplena para deducir de ella dicho status.  
Una tal decisión judicial no prejuzga la verdad de los hechos, no se transforma en cosa 
juzgada, no crea estado, por lo que éste podrá discutirse en un juicio ordinario» (vid.  
«Alimentos a favor de los descendientes en el Derecho histórico aragonés», en Anuario 
de Historia del Derecho Español, t.  LIV, Madrid, 1984, p.  320). 
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Como conclusión, se puede afirmar que, al menos desde el siglo II de la 

era cristiana, existió la obligación de alimentos entre parientes.  Además, 

se otorgó acción para reclamar los alimentos por el procedimiento de la 

cognitio extra ordinem, con simplificación o reducción de las formalidades 

procesales —que excluía un debate pleno sobre el estado civil de las 

partes— y con una «ejecución provisional» privilegiada.  Es decir, el 

desarrollo del Derecho romano respecto de los alimentos, tanto en el 

plano sustantivo como en el procesal, es avanzado.  Con pocas 

precisiones y sin apenas cambios de relevancia, el diseño romano se 

trasladó a las Partidas, manteniéndose, casi inalterado, hasta la LEC de 

1855.2 

 

1.1.1 Definición 

 

Para Rafael Rojino Villegas “El derecho de alimentos es la facultad jurídica que 

tiene una persona denominada alimentista para exigir a otra lo necesario para 

subsistir en virtud del parentesco consanguíneo, del matrimonio o del divorcio 

en determinados casos”.3 

 

En un sentido más estricto se encuentra la definición emitida por José Castán 

Tobeñas, quien considera que: “la deuda alimenticia es aquella relación jurídica 

en virtud de la cual una persona está obligada a prestar a otra (llamada 

alimentista) lo necesario para su subsistencia”.4 

 

El tratadista Planiol señala al derecho de alimentos como: “el deber impuesto a 

una persona para que ésta proporcione a otra las cantidades necesarias de 

alimento para que viva”.5 

 

                                                 
2 Tomamos esta fecha de referencia porque marca la conclusión de esta ambiciosa obra que, 

sin embargo, comienza en el 528-29 con las Constituciones, a las que siguen el Digesto 
y las Instituciones en el 533, y finaliza con las Novelas compiladas entre el 534 y el 565. 

3 PALOMEQUE, Fernando, El derecho de alimentos para el menor.  Quito: Universidad Andina 
Simón Bolívar, 2002, pág.  21. 

4 Ibídem.  Pág. 21. 
5 Ibídem.   
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El tratadista Luis Claro Solar, afirma: “Con la palabra alimentos se designa, en 

un sentido legal, todo lo que es necesario para la conservación de la vida: la 

comida, la bebida, la habitación, los remedios en caso de enfermedad”.6 

 

Juan Larrea Holguín en su obra Derecho Civil del Ecuador cita a Federico Puig 

Peña quien expresa que: “Se entiende por deuda alimenticia familiar la 

prestación que determinadas personas, económicamente posibilitadas, han de 

hacer a alguno de sus parientes pobres, para que con ello puedan subvenir a 

las necesidades más importantes de la existencia”.7 

 

Las juristas colombianas Beatriz Torres y Claudia Uribe, en su obra “La 

responsabilidad derivada de las relaciones de familia”, definen a los alimentos 

como: “los que se dan para la adecuada subsistencia de una persona, a quien 

se le debe por ley, por disposición testamentaria o por contrato”.8 

 

Fernando Fueyo define a esta obligación de la siguiente manera: “Se entiende 

por deuda alimenticia la prestación que pesa sobre determinadas personas, 

económicamente posibilitadas, para que alguno de sus parientes pobres u 

otras personas que señale la ley, puedan subvenir a las necesidades de la 

existencia”.9 

 

Rodrigo Aulestia dice que el derecho de alimentos: “Consiste en la facultad 

ética y legal que todo individuo tiene, para reclamar, exigir y hacer efectivas las 

asistencias que ciertas personas están obligadas a proporcionar para solventar 

su supervivencia”.10 

 

El Diccionario Jurídico Espasa dice: “Tienen la consideración de alimento todas 

las sustancias o productos de cualquier naturaleza, sólidos o líquidos, naturales 

o transformados, que por sus características, aplicaciones, componentes, 

                                                 
6 Ibídem.   
7 Ibídem.   
8 Ibídem.   
9 Ibídem.  22. 
10 Ibídem.  21. 
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preparación y estado de conservación sean susceptibles de ser habitual e 

idóneamente utilizados para la normal nutrición humana”.11 

 

Como se aprecia, cada uno de los tratadistas mencionados, proporcionan 

definiciones análogas en cuanto a sus elementos constitutivos. 

 

En conclusión, al incluir el sentido correcto de cada una de estas definiciones, y 

abarcando los mismos, decimos que la: 

 

“Obligación Alimenticia es la relación jurídica en la cual el alimentario 

tiene la facultad ética y legal para reclamar al alimentante, que es la 

persona obligada por la ley, a que se hagan efectivos todos los elementos 

esenciales que garanticen su subsistencia integra y una vida digna”. 

 

Es el derecho que la ley otorga a una persona para demandar de otra, que 

cuenta con los medios para proporcionárselos, lo que necesite para subsistir de 

un modo correspondiente a su posición social, que debe cubrir a lo menos el 

sustento, habitación, vestimenta, salud, movilización, enseñanza básica y 

media, aprendizaje de alguna profesión u oficio y recreación. 

 

Evolución del derecho de alimentos en el Ecuador.- Antes del año 1938 en 

el país no existía un tratamiento normativo a los temas de la niñez y 

adolescencia, tales normas se encontraban dispersas en el ordenamiento 

jurídico ecuatoriano.  El Dr.  Emilio Uzcátegui las caracterizaba como llenas de 

“arcaísmos e injusticias”, consideraba que existían “muchas disposiciones 

bastante buenas” que no llegaban a cumplirse y le preocupaba especialmente 

que el “problema de la delincuencia infantil” permanecía intocado en nuestra 

legislación positiva. 

 

En respuesta a estas críticas se aprueba el Código de Menores en la dictadura 

del General Alberto Enríquez Gallo mediante Decreto Supremo 181.  La 

protección que brindaba este Código comprendía: 

                                                 
11 REYERO, Álvaro, Diccionario Jurídico Espasa, Madrid: Espasa Calpe.  S.A, 1999, Pág.  51 
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… “todos los periodos evolutivos del menor en los siguientes aspectos: a) 

salud, desenvolvimiento físico y desarrollo mental; b) derecho a un hogar; c) 

adaptación familiar y social; y, d) formación profesional e intelectual”.12 

 

Sosteniendo que el principio básico de la protección es “… todo menor, por el 

mero hecho de serlo, tiene derecho a la asistencia y protección del Estado…”, 

pero “…especialmente quienes están desvalidos, huérfanos, material y 

jurídicamente abandonados, indigentes, inadaptados, peligrosos, irregulares, 

débiles mentales, entre otros”.13 

 

“Con esta descripción se configura con claridad la característica excluyente de 

las legislaciones “tutelares”, ya que se redacta en función de la “situación 

irregular” y no de la promoción o protección de los derechos”.14 

 

“En 1944, en el gobierno de Velasco Ibarra, se aprueba otro Código de 

Menores, el mismo que básicamente diferencia las edades para tutela (21 

años) y de delincuencia juvenil (18 años), se crea como instancia de apelación 

la Corte Nacional de Menores.  El 27 de febrero de 1959 se codifica 

nuevamente la ley”.15 

 

“En el Derecho Civil ecuatoriano, desde la promulgación del Código, no se han 

producido cambios de mucha importancia en la materia.  Quizá el más notable, 

consiste en la supresión de la asignación forzosa de alimentos, lo cual se 

produjo con la reforma de 1956, de tal forma que desde entonces en el 

Ecuador solamente el sujeto directamente obligado, y no sus herederos, deben 

pagar alimentos”.16 

 

                                                 
12 CAMPAÑA, Farith, Derechos de la Niñez y Adolescencia: De la Convención sobre los 

Derechos del Niño a las Legislaciones Integrales, Quito, 2008, Pág.  183. 
13 Ibídem.   
14 Ibídem.  Pág. 184. 
15 Ibídem.  Pág. 185. 
16 LARREA, Juan, Derecho Civil del Ecuador.  III Filiacion, Estado Civil y Alimentos, Quito, 

1985, Pág.  371. 
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En el año 1969 se aprueba un nuevo Código de Menores diferente a los 

anteriormente dictados, pues incorporó algunas instituciones como adopciones, 

guarda, trabajo, alimentos, entre otros., desaparecen los tribunales de 

menores, se crean juzgados de menores, etc.  En la práctica las reformas 

nunca se implementaron, pero se mantuvo en esa jurisdicción las materias 

señaladas. 

 

En 1976 se da una nueva reforma de importancia, se aprueba un nuevo Código de 
Menores que mantiene una correspondencia ideológica con la Doctrina de la 
Situación Irregular.  La institucionalidad es similar a la de 1938, pero se crea la 
llamada Dirección Nacional de Protección de Menores, que se suma al Consejo 
Nacional de Menores presidido por el Ministro de Previsión Social, y los tribunales 
de menores, la Corte Nacional de Menores, como parte de este Ministerio.17 

 

El Código de Menores de 1992 otorgó varios avances en relación a la 

legislación vigente hasta ese momento, particularmente se modificó el 

tratamiento legislativo.  Se recogieron en el texto la mayor parte de derechos 

establecidos en la Convención sobre los Derechos del Niño, se mejoró 

sustancialmente las normas sobre adopciones y se avanzó en el 

establecimiento de formas de participación de la sociedad en la definición de 

políticas y en la implementación de programas y servicios.  Sin embargo, no se 

establecieron mecanismos de exigibilidad de los derechos individuales y 

colectivos, no se modificó la estructura institucional, puesto que mantuvo 

elementos similares del primer Código. 

 

“En el año 1996 el movimiento por los derechos de la niñez del Ecuador, 

liderado por el Foro de la Infancia, propuso una enmienda a la Constitución 

para asegurar la existencia de normas específicas sobre los derechos de la 

infancia y adolescencia en la norma suprema”.18 

 

Un grupo de organizaciones públicas y privadas que trabajan en el tema de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes promovieron la incorporación en la 
Constitución de normas especificas sobre los derechos de la infancia.  Esto se 
considero como parte de un proceso destinado al “reconocimiento social de la 

                                                 
17 CAMPAÑA, Farith.  Ob.  Cit.; Pág.  186. 
18 Ibídem.  Pág. 189. 
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obligación política, jurídica e institucional que tiene el Estado de satisfacer los 
derechos de las personas.19 

 

Varias decisiones marcaron el proceso general de discusión y preparación de la 
Ley.  Desde el inicio se trabajó en la redacción de un Código con categoría de ley 
orgánica.  Se organizó la redacción alrededor de cuatro “módulos”, de los cuales el 
primero (definiciones, principios, y derechos) y el tercero (los mecanismos de 
protección y garantía de derechos) se encontraban vinculados y eran 
interdependientes, en cambio el módulo segundo (relaciones familiares) y el cuarto 
(responsabilidad del adolescente infractor), podían ser retirados sin afectar la 
coherencia de la Ley.20 

 

El proyecto fue presentado al Congreso Nacional en el año 2000.  De acuerdo a 
las reglas de aprobación de leyes, el primer debate se desarrollo entre el 18 de 
octubre del 2000 y el 15 de marzo del 2001.  El segundo y definitivo debate se dio 
entre el 18 de noviembre del 2001 y el 30 de octubre del 2002.  El presidente de la 
República objetó parcialmente la Ley y el Congreso Nacional se allanó a la 
objeción parcial, por lo que ordenó su publicación en el Registro Oficial.21 

 

De igual manera influyó positivamente la Constitución del 2008.Posteriormente 

en el 2009, se dieron reformas a este Código de la Niñez y Adolescencia del 

2003, respecto del tema que interesa a esta tesis y estas son la reformas al 

derecho de alimentos, las cuales mas adelante en el desarrollo de la misma, 

van a ser analizadas, como también las posibles reformas que se darán en el 

transcurso del año vigente. 

 

Como síntesis, se puede observar que en el transcurso de los años, no se ha 

desarrollado tan progresivamente el derecho de alimentos, pero si han existido 

reformas y creaciones de organismos que garanticen el cumplimiento de este 

derecho fundamental. 

 

                                                 
19 Ibídem.  Pág. 189 y 190. 
20 Ibídem.  Pág. 191 y 192. 
21Ibídem.  Pág. 193. 
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1.1.2 Definición Legal 

 

1.1.2.1 Del Código Civil 

 

No menciona una definición del derecho de alimentos simplemente en el Libro 

I, Título XVI, Articulo 349 se establece las personas a quienes se deben los 

alimentos, entre ellas en el literal b se encuentran los hijos. 

 

1.1.2.2 Del Código de la Niñez y Adolescencia 

 

El artículo innumerado 2 de la Ley Reformatoria al Título V del Derecho de 

alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia establece que: “el 

derecho de alimentos es connatural a la relación parento-filial y está 

relacionado con el derecho a la vida, supervivencia y una vida digna.  Implica la 

garantía de proporcionar los recursos necesarios para la satisfacción de las 

necesidades básicas de los alimentarios…” 22 

 

1.1.2.3 Características 

 

El derecho a demandar alimentos es un derecho personalísimo. 

 

Consecuencias: 

 

Es un Derecho Intransferible 

 

Ya que no puede cederse ni venderse de modo alguno.  De conformidad con el 

Art. 362 del Código Civil y el articulo innumerado 3 del Título V del Derecho de 

alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia. 

 

                                                 
22 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia en Registro 

Oficial No.  643 de martes, 28 de julio del 2009, Pág.32. 
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“Es decir, el derecho a alimentos no puede ser sujeto de enajenación ni a titulo 

oneroso ni a título gratuito por ser personalísimo cuyo interés además es de 

orden público familiar”.23 

 

Es un Derecho Intransmisible 

 

Por su propia naturaleza la obligación alimenticia es intransmisible, pues esta 

obligación personalísima establece quienes son las personas que la ley 

determina como sujetos de esta relación jurídica, esto en vista de los lazos 

existentes entre ellos, por lo tanto no es lógico suponer siquiera que esta 

obligación pueda ser transmitida a terceros. 

 

El Doctor Enrique Coello García manifiesta: “La obligación alimentaria es 

intrasmisible.  No cabe que ceda por acto entre vivos el derecho, como no 

puede traspasarse de un titular a otro las necesidades que satisface.  Tampoco 

puede transmitirse por sucesión hereditaria”.24 

 

El Código Civil ecuatoriano, en su artículo 362 declara expresamente la 

prohibición de transmitir el derecho de pedir alimentos. 

 

Mientras que las reformas del 28 de julio del 2009 al Título V, Libro II del 

Código de la Niñez y Adolescencia en el artículo innumerado 3 se acoplan a la 

actualidad por lo que conceden otras características que a continuación se 

detallaran, así como las salvedades. 

 

En lo que respecta a la característica de imposibilidad de transferencia del 

derecho de alimentos es importante analizar el estudio que presenta el 

tratadista Álvaro Pinea quien hace una diferenciación en cuanto a las personas 

que intervienen en esta relación, así para este autor, al alimentario se le 

                                                 
23 ALBÁN, Fernando, Derecho de la Niñez y Adolescencia.  Acciones de Protección y 

Juzgamiento de Adolescentes Infractores, Quito, 2003, Pág.149. 
24 PALOMEQUE, Fernando, El derecho de alimentos para el menor, Quito: Universidad Andina 

Simón Bolívar, 2002, Pág.  26. 
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descarta la posibilidad de trasmitir este derecho por la naturaleza 

eminentemente personal del derecho de alimentos. 

 

Por otra parte, varios tratadistas consideran que el hecho de ser el derecho de 
alimentos una obligación “intuito personae” deslinda a esta obligación del carácter 
transmisible, en tanto que, según este jurista, la corriente contraria afirma que se 
deducirán del acervo de la masa de bienes del difunto las asignaciones 
alimenticias que se deben por ley a ciertas personas” y a la vez reciben 
calificación de asignación forzosa los alimentos que se deben por ley a ciertas 
personas, situación que podría cambiar en cuanto cambien las circunstancias o 
muera el alimentario, y finalmente buscando el principio de equidad, presenta la 
posibilidad legal de rebajar la pensión en caso de que el patrimonio efectivo no 
pueda sostener la obligación que existía antes del fallecimiento del causante.25 

 

Es Irrenunciable 

 

El Código Civil en el artículo 11 establece que: “Podrán renunciarse los 

derechos conferidos por las leyes, con tal que solo miren al interés individual 

del renunciante, y que no esté prohibida su renuncia”.26 

 

Analizando la posibilidad de renunciar al derecho de alimentos, esta obligación 

se proporciona mirando el interés del núcleo de la sociedad como es la familia, 

y por ende de la comunidad, al constituirse fundamental para el Estado, por tal 

razón es que este derecho ha adquirido, el carácter de orden público. 

 

El Código Civil establece en el artículo 362 la prohibición expresa de renunciar 

al derecho de alimentos. 

Por las razones expuestas, cualquier acuerdo en el que se declare la renuncia 

al derecho de pedir alimentos estaría viciado de nulidad absoluta, esto 

amparado en el artículo 1698 del Código Civil: “La nulidad producida por la 

omisión de algún requisito o formalidad que las leyes prescriben para el valor 

de ciertos actos o contratos, en consideración a la naturaleza de ellos y no a la 

calidad o estado de las personas que los ejecutan o acuerdan, son nulidades 

absolutas (…)” la licitud del objeto está relacionada con el artículo 1505 del 

                                                 
25 Ibídem.  Pág. 26. 
26 Código Civil, en Registro Oficial No.  46 de viernes, 24 de junio del 2005, Pág.  5. 
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Código Civil que determina: “ hay objeto ilícito en todo lo que contraviene el 

Derecho Publico Ecuatoriano(…)”, en este caso, la contravención estaría 

violentando lo establecido por el articulo 362 anteriormente citado. 

 

Es menester citar que estas disposiciones prohibitivas hacen referencia al 

derecho de “pedir alimentos”, puesto que en relación a las pensiones 

alimenticias atrasadas se asimila al concepto de créditos ordinarios como lo 

observamos en la disposición del artículo 364 del Código Civil, que dice: “ No 

obstante lo dispuesto en los artículos precedentes, las pensiones alimenticias 

atrasadas podrían renunciarse o compensarse, y el derecho de demandarlas, 

transmitirse por causa de muerte, venderse o cederse, sin perjuicio de la 

prescripción que compete al deudor”.27 

 

El Código de la Niñez y Adolescencia del mismo modo establece esta 

característica en el articulo innumerado 3 de la Ley Reformatoria al Título V del 

Derecho de alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia. 

 

El Doctor Juan Ignacio Larrea Holguín argumenta con gran precisión sobre la 
norma antes mencionada cuando afirma: El derecho de alimentos, es decir la 
facultad misma de exigir para el futuro la ayuda necesaria para mantener la vida, 
esta resguardado por el derecho mediante especialísimas condiciones que 
acabamos de estudiar, y esto, porque siendo algo necesario para la vida, exige 
aquella especifica protección para impedir que por un acto de imprevisión o de 
debilidad pueda alguien quedar despojado de los que le es esencial.  En cambio 
las pensiones ya vencidas no son indispensables, y si precisamente no se han 
cobrado, demuestran que el individuo que las debía recibir bien puede subsistir sin 
ellas, sobre todo si pasa mucho tiempo y se acumulan muchas pensiones sin 
cobrar.28 

 

Es Imprescriptible 

 

Se podrá demandar alimentos en cualquier tiempo siempre que en ese 

momento se cumplan las exigencias legales; esto es, “que el derecho a pedir 

alimentos no se lo pierde por prescripción.  La prestación de alimentos por ser 

                                                 
27 Código Civil, en Registro Oficial No.  46 de viernes, 24 de junio del 2005, Pág.  67. 
28 PALOMEQUE, Fernando, El derecho de alimentos para el menor, Quito: Universidad Andina 

Simón Bolívar, 2002, Pág.  28. 
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de naturaleza pública-familiar no está sujeta al decurrir de un periodo de tiempo 

determinado para que se extinga.  No se debe confundir la prescripción de la 

pensión de alimentos que anteriormente haya sido fijada en cuyo caso si será 

sujeta de prescripción”.29 

 

Es Inembargable 

 

En el Código Civil se establece claramente esta característica de los alimentos, 

atendiendo el orden social que pretende conservar protegida la subsistencia del 

menor.  El artículo 1634 dice: “No son embargables: 7º Los artículos de 

alimentos y combustibles que existan en poder del deudor, en la cantidad 

necesaria para el consumo de la familia durante un mes, 9º los derechos cuyo 

ejercicio es esencialmente personal, como los de uso y habitación”.30 

 

En este último inciso, aún cuando no hace ninguna mención de los alimentos, 

cabe recordar que los mismos se encuentran ubicados dentro de los derechos 

personales, por lo tanto es certera la ubicación de los alimentos dentro de este 

inciso. 

 

El Doctor Enrique Coello García manifiesta claramente la naturaleza de esta 

característica de la obligación alimenticia cuando nos dice: “Es inembargable, 

en el sentido de que ningún acreedor del alimentario puede pedir que se 

subaste su derecho de percibir una pensión para el pago de una deuda, porque 

ello equivaldría a colocar al necesitado en situación de perecer por 

necesidad”.31 

 

                                                 
29 ALBÁN, Fernando, Derecho de la Niñez y Adolescencia.  Acciones de Protección y 

Juzgamiento de Adolescentes Infractores, Quito, 2003, Pág.150. 
30 Código Civil, en Registro Oficial No.  46 de viernes, 24 de junio del 2005, Pág.  264. 
31 PALOMEQUE, Fernando, El derecho de alimentos para el menor, Quito: Universidad Andina 

Simón Bolívar, 2002, Pág. 28. 
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No Admite Compensación 

 

El derecho de alimentos por medio de la compensación no extingue la 

prestación.  La compensación como una forma de extinguir la obligación, según 

el Art. 1583 del Código Civil está prohibida por la naturaleza jurídica y carácter 

de este derecho.  La existencia de la deuda recíproca entre alimentante y 

alimentado, no es condición aceptada y permitida para renunciar a pedir 

alimentos.  La compensación no es sino la extinción de la deuda con otra, entre 

dos personas que se deben en forma recíproca. 

 

Además el cuerpo legal antes citado, en su artículo 363 establece esta 

característica diciendo: “El que debe alimentos no puede oponer al 

demandante, en compensación, lo que el demandante le deba a él”.32 

 

Por lo tanto no son compensables con ningún tipo de deuda. 

 

Obligación Privilegiada 

 

La ley le ha otorgado esta atribución, pues es considerada una prioridad sobre 

cualquier otra obligación del alimentante, por lo que con las actuales reformas 

se les ha otorgado esta característica en La Ley Reformatoria, articulo 

innumerado 30 del Título V Del Derecho de Alimentos que dispone: Obligación 

privilegiada.-“La prestación económica de alimentos, tiene privilegio de primera 

clase y se preferirá a cualquier otra obligación”.33 

 

Respecto a las salvedades, tenemos que el articulo innumerado 3 del Título V 

Del Derecho de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia, 

determina “…salvo las pensiones de alimentos que han sido fijadas con 

anterioridad y no hayan sido pagadas y de madres que hayan efectuado gastos 

                                                 
32 Código Civil, en Registro Oficial No.  46 de viernes, 24 de junio del 2005, Pág. 67 
33 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia en Registro 

Oficial No.  643 de martes, 28 de julio del 2009, Pág. 38. 
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prenatales que no hayan sido reconocidos con anterioridad, casos en los 

cuales podrán compensarse y trasmitirse a los herederos”.34 

 

Esto tiene relación a la compensación y reembolso de lo pagado; sin lugar a 

duda estas salvedades, son beneficiosas para los alimentantes. 

 

 

                                                 
34 Ibídem.  Pág. 32. 
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CAPITULO II 

 

2 TITULARES DEL DERECHO DE ALIMENTOS 

 

2.1 GENERALIDADES 

 

Según el artículo 129 del Código de la Niñez y Adolescencia del 2003, los 

beneficiarios del derecho a pedir alimentos se ubican en tres grupos: los niños, 

niñas y adolescentes no emancipados, los adultos hasta 21 años que se 

encontraran cursando estudios superiores y aquellos discapacitados física o 

mentalmente para sobrevivir por sí mismos. 

 

Las reformas de Julio de 2009 le dan por un lado, una connotación moral y de 

sustento o apoyo por parte de los progenitores; y por otro lado, una obligación 

más humana y solidaria. 

 

Los titulares o beneficiarios son incluidos en el articulo innumerado 4 de las 

reformas al Código de la Niñez y Adolescencia y considera como: “Titulares a 

los niños, niñas y adolescentes, salvo los emancipados voluntariamente que 

tengan ingresos propios”; es decir, a los adultos menores o adolescentes 

comprendidos entre los 16 y 18 años de edad y que pudieran considerarse 

como capaces de brindarse su propio sustento.  La emancipación legal puede 

producirse por alguna de las causas establecidas en el artículo 328 del Código 

Civil, mientras que la emancipación judicial se produce por sentencia del juez. 

 

En el segundo grupo se amplía el concepto de oportunidades educativas, ya 

que no solo se les da el derecho a los adultos de 21 años cuando cursan 

estudios superiores, sino cuando se hallan inmersos en cualquier nivel 

educativo. 
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En el tercer grupo las reformas al Código de la Niñez y Adolescencia desechan 

la posibilidad circunstancial de que por algún caso fortuito, negligencia, 

imprudencia u otra razón, alguna persona pudiera quedar postrada física o 

mentalmente; y aceptan, de acuerdo a su propia ley, al numeroso grupo de 

discapacitados existentes en el país, ubicando como condiciones para ser 

titular de este derecho, a aquellos que cuenten con el respectivo certificado, 

otorgado por el Consejo Nacional de Discapacidades CONADIS, o de la 

institución de salud que hubiere conocido el caso, que para el efecto deberá 

presentarse. 

 

2.1.1 Derecho de Alimentos a las Niñas, Niños y Adolescentes, salvo los 

Emancipados 

 

Los niños, niñas y adolescentes podrán pedir directamente auxilio para la 

protección de sus derechos, cuando deban dirigir la acción contra su 

representante legal, mientras que los adolescentes podrán ejercer directamente 

aquellas acciones judiciales encaminadas al ejercicio y protección de sus 

derechos. 

 

La emancipación es el proceso de independencia por parte de quien 

permaneció en estado de subordinación.  Los romanos la llamaban 

manumisión que era la forma mediante la cual los esclavos obtenían la libertad 

y se los llamaba libertos.35 

 

Como se conoce, la emancipación pone fin a la patria potestad de los menores. 

 

Art. 309 Código Civil.- “La emancipación voluntaria es aquella por la cual los 

padres de forma libre y voluntaria mediante escritura pública manifiestan 

emancipar a su hijo y éste lo acepta consciente de ello.”36 

 

                                                 
35 SALTOS, Rodrigo, El Derecho Especial de Menores y El Código de la Niñez y Adolescencia, 

Guayaquil: Editora Biblioteca Jurídica; 2009, pág.  89. 
36 Código Civil, en Registro Oficial No.  46 de viernes, 24 de junio del 2005, pág.  58. 
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La manifestación de voluntad debe ser autorizada por el Juez.  Esta 

emancipación según los legisladores solo procede con los menores adultos, 

esto es adolescentes comprendidos desde los dieciséis años y menores a 

dieciocho años, quienes pueden “disfrutar” de la libertad y de las 

responsabilidades que conlleva tal emancipación. 

 

La emancipación legal de niños, niñas y adolescentes puede producirse por 

una de las causales establecidas en el Art.  310 del Código Civil y son las 

siguientes: 

 

1.- Por la muerte del padre, cuando no existe madre; 

2.- Por el matrimonio del hijo; 

3.- Por la sentencia que da la posesión de los bienes del padre o madre 

ausente; y, 

4.- Por haber cumplido la edad de dieciocho años.37 

 

Y la emancipación judicial en cambio se produce por sentencia del Juez, si 

ambos progenitores estuvieren incursos en alguna de las causas detalladas en 

el Art.  311 ibídem. 

 

Tanto antes como después de las reformas de julio del 2009, en el Código de la 

Niñez y Adolescencia, no existe un cambio sustancial respecto de este titular 

del derecho de alimentos, pues se conserva tal y como estaba establecido. 

 

El Código de la Niñez y la Adolescencia estipula deberes específicos de los 

progenitores y son los que se refieren no solamente al deber de respetar, 

proteger y desarrollar derechos y garantías de sus hijos e hijas, sino de la 

obligación a proveer lo adecuado para atender sus necesidades materiales, 

psicológicas, afectivas, espirituales (Art. 102 C.O.N.A.), entre otros están la 

educación, recreación.  Como se puede observar los alimentos cubren toda 

necesidad material porque se trata de los requerimientos más indispensables 

                                                 
37 Ibídem.  Pág. 67 
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como: la vivienda, vestido, educación y misceláneos, salud preventiva, 

medicinas, deporte recreación y transporte. 

 

2.1.1.1 Derecho de Alimentos a los Adultos o Adultas hasta la edad de 21 

años 

 

Por regla general se deben alimentos a los menores de dieciocho años.  Sin 

embargo esta prestación alimenticia se expande hasta la edad de 21 años del 

alimentado, cumplida la mayoría de edad bajo dos condiciones: 

 

 Que acredite estar cursando en una Universidad o Escuela Politécnica y 

establecimientos reconocidos por el SENESCYT. 

 

 La segunda, que por dedicarse a estudiar no puedan trabajar o no tengan 

recursos económicos propios. 

 

Esta obligación es más que acertada porque el hecho de cumplir dieciocho 

años de edad, no significa de ningún modo que la persona esté en condiciones 

de auto sustentarse, es decir tener la suficiente solvencia económica como 

para depender de sí mismo y de nadie más. 

 

Por el contrario, el o la joven requiere de una mayor ayuda de progenitores, 

parientes y demás personas bajo cuyo cuidado se encontraban para ayudarles 

a terminar una carrera universitaria. 

 

Esta obligación moral debería también ser asumida por el Estado ecuatoriano, 

especialmente con alumnos que demuestran dedicación y deseos de 

superación personal. 

 

La obligación de dar alimentos a los hijos no está limitada a tiempo determinado, 
ni cesa cuando estos sale de la minoría de edad, antes bien cubre una obligación 
mucho mas allá hasta los 21 años, o hasta que se procure los medios necesarios 
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para su propia subsistencia (sea que adquiera una profesión, arte, oficio o un 
trabajo).38 

 

Es de suponer que uno de los requisitos que deben preceder obligar a más de la 
relación parento-filial, paterna, materna, a cuyo carácter es que los hijos 
fundamentalmente, pueden carecer de recursos suficientes para alcanzar una vida 
digna, considerándolos titulares de este derecho.39 

 

Es necesario considerar que a la edad de 21 años todavía el ser humano 

necesita del apoyo de sus padres para alcanzar una vida digna y obtener una 

profesión que le ayude en el futuro a subsistir por sí mismo, por estas razones 

es apropiado la designación de titular del derecho de alimentos a estas 

personas de conformidad con el anterior Código de la Niñez y Adolescencia 

como de las últimas reformas al derecho de alimentos del 28 de julio de 2009. 

 

Derecho de Alimentos a las personas de cualquier edad que padezcan de 

una discapacidad. 

 

Esta categoría para reclamar alimentos es humana y solidaria.  Ninguna 

persona por más que haya cumplido la mayoría de edad o se halle en una 

situación económica ventajosa está exenta de algún acontecimiento futuro e 

incierto que le impida desarrollar sus actividades cotidianas. 

 

La desgracia de un momento a otro puede invadirle y por algún caso fortuito, 

negligencia, imprudencia, entre otros, cualquier ser humano puede quedar en 

estado de postración física y/o mental.  En esta situación es ineludible legal y 

moralmente socorrerle al menos para su subsistencia o sobrevivencia.  Los 

titulares del derecho a pedir alimentos por esta razón no son pocos. 

 

Al haber aumentado los accidentes de tránsito, la mayoría de personas que 

tienen la suerte de sobrevivir quedan minusválidas y no pueden por sí mismas 

                                                 
38 CEVALLOS, Patricio, Derecho de alimentos, Filiación, Paternidad, Primera edición, Quito: 

ISBN, 2009, pág.: 52. 
39 Ibídem.  Pág. 52. 
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sostenerse peor aún sostener a su familia.  Por ello parece acertada la decisión 

del legislador sobre este reconocimiento. 

 

Atendiendo a estas circunstancias que pueden surgir, la ley determina la 

obligatoriedad de ciertas personas para suministrar alimentos a otros, entre los 

cuales se encuentran las personas discapacitadas -por algún impedimento 

físico o mental- para proveerse los medios necesarios para su subsistencia. 

 

La Constitución de la República publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 

de octubre de 2008, quiso integrar como una garantía la protección a las 

personas con discapacidad.  No es solo obligación del Estado velar por las 

personas y grupos de atención prioritaria o denominados grupos vulnerables 

sino también de toda la sociedad y primordialmente de su familia. 

 

Al efecto, al artículo 47 de la Constitución de la Republica enfatiza estos 

aspectos: Art. 47.- El Estado garantizará políticas de prevención de las 

discapacidades y, de manera conjunta con la sociedad y la familia, procurará la 

equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad y su 

integración social, y que reconoce otros derechos inherentes, como atención 

especializada, oportunidades de trabajo en condiciones de igualdad, una 

vivienda adecuada, una educación que desarrolle sus potencialidades, y en el 

articulo 48 inclusive se establece sanciones para quienes las abandonen. 

 

En el artículo Innumerado 4 numeral 3º, de la Ley Reformatoria al Título V del 

Derecho de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia, incluyen 

a los discapacitados como titulares del derecho de alimentos y es específico en 

señalar que tienen derecho a reclamar alimentos:“Las personas de cualquier 

edad, que padezcan de una discapacidad o sus circunstancias físicas o 

mentales les impida o dificulte procurarse los medios para subsistir por sí 

mismo, conforme conste del Respectivo certificado emitido por el Consejo 
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Nacional de Discapacidades CONADIS, o de la institución de salud que hubiere 

conocido del caso que para el efecto deberá presentarse”.40 

 

Consecuentemente tenemos a personas que padecen de: ceguera, un sordo, 

mudo, locura, demencia y la que se encuentre privada de la razón, epiléptico, la 

que padece el mutilamiento de algunos miembros y que han perdido la 

capacidad para el trabajo, del funcionamiento o en un mas del 50% para el uso 

de sus miembros superiores o extremidades, en esta condición, tienen derecho 

a solicitar los alimentos legales pues como se puede observar no tienen la 

capacidad suficiente para valerse por sí mismo y por tanto es necesario contar 

con el apoyo de su familia para tener una vida digna. 

 

La normativa dispone que la persona discapacitada o a favor de quien se solicita 
los alimentos, se encuentren bajo el amparo del CONADIS, según certificación, 
pero se extiende también a los que no necesariamente provengan de esta 
institución que protege a los discapacitados sino a una institución de salud que 
hubiere conocido del caso de la discapacidad.41 

 

Sobre las posibilidades de que estas personas puedan plantear juicios de 
alimentos, se debe hacer una distinción.  El Código de la Niñez y Adolescencia 
consagra un principio protector para estas personas que por varios motivos 
podrían quedarse en condiciones físicas o mentales de no poder procurarse los 
medios para subsistir por sí mismos.42 

 

Ej. Un hombre de 30 años de edad que en un accidente se queda invalido y no 
puede valerse por sí mismo.  ¿Tiene derecho a pedir alimentos a su padre, 
hermanos, tíos o abuelos? La respuesta es obviamente que sí; pero ¿ante quién 
plantea su acción de alimentos? ¿Ante qué juez reclama? ¿Ante el Juez de la 
Niñez y Adolescencia? No.  Ante el Juez de lo Civil, porque cumplió mas de los 
veintiún años de edad. 

Naturalmente que los menores de dieciocho años deben acudir a su Juez natural 
que es el Juez de la Niñez y Adolescencia. 

Otra inquietud que se presenta en la práctica es que un menor adulto que cumplió 
los 21 años, estudiante universitario que percibe alimentos de su padre sufre una 
enfermedad mental que el médico le prohíbe que estudie.  ¿Tiene derecho a 

                                                 
40 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.32 
41 CEVALLOS, Patricio, Derecho de alimentos, Filiación, Paternidad, Primera edición, Quito: 

ISBN, 2009, pág.: 79. 
42 SALTOS, Rodrigo, El Derecho Especial de Menores y El Código de la Niñez y Adolescencia, 

Guayaquil: Editora Biblioteca Jurídica, 2009, pág.  91. 
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percibir alimentos de su progenitor? La respuesta es afirmativa y ante quien 
plantea, continuar percibiendo, ante el Juez de menores o ante el Juez de lo Civil.  
La Segunda Sala de la Corte Superior de Guayaquil con amplio criterio social, 
reconoció alimentos para un adulto enfermo que venía percibiendo alimentos de 
su padre desde su minoría de edad.43 

 

 Derecho de Alimentos a la Mujer Embarazada. 

 

El Código de la Niñez y Adolescencia reconoce el derecho de la mujer 

embarazada a pedir alimentos. 

 

Al efecto el Art. 148 ibídem dice: La mujer embarazada tiene derecho desde 
el momento de la concepción, a alimentos para la atención de sus 
necesidades de alimentación, salud, vestuario, vivienda, atención de parto, 
puerperio, y durante el periodo de lactancia por un tiempo de doce meses 
contados desde el nacimiento del hijo o hija; si la criatura muere en el 
vientre materno, o el niño o niña fallece luego del parto, la protección a la 
madre subsistirá hasta por un periodo no mayor a doce meses contados 
desde que se produjere la muerte fetal del niño o niña.44 

 

Este derecho se extiende, desde la concepción hasta por un año después 

del alumbramiento durante la lactancia.  Derecho que no cubre solamente 

la alimentación sino otros elementos de supervivencia como es vestuario, 

atención medica, vivienda y misceláneos en los que si incluye la salud 

integral: prevención; atención médica y provisión de medicinas. 

 

Está obligado, primordialmente el presunto padre. 

 

Según inspiración de los Asambleístas Constituyentes, este derecho está 

protegido en la Sección Cuarta denominada “mujeres embarazadas” de la 

Constitución de la República del Ecuador en el artículo 43 que establece 

lo siguiente: 

 

                                                 
43 Ibídem.  Pág. 91. 
44 Código de la Niñez y Adolescencia, en Registro Oficial No.  737 del viernes, 3 de enero del 

2003, pág.  41. 
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“El Estado garantizara a las mujeres embarazadas y en periodo de 

lactancia los derechos a: 

 

1. No sean discriminadas por su embarazo en los ámbitos educativo, 

social y laboral. 

 

2. La gratuidad de los servicios de salud materna. 

 

3. La protección prioritaria y cuidado de su salud integral y de su vida 

durante el embarazo, parto y posparto. 

 

4. Disponer las facilidades necesarias para su recuperación después 

del embarazo y durante el periodo de lactancia”.45 

 

Es importante mencionar que en la anterior Constitución Política, se 

protegía el bienestar de la madre, como del ser que está por nacer, en 

donde se entendía que los alimentos no solamente buscan el bien 

material que es el pan diario, sino que se estiman otras prioridades entre 

ello, la salud, si la madre se alimenta de manera adecuada, perfecta, el 

bienestar del niño que esta por nacer se encuentra protegido en su salud 

y nutrición desde la concepción como así lo afirmaba dicha Constitución, 

pero ahora más bien se encuentran inmersos en considerar una salud 

integral, atención médica y provisión de medicinas, cuidado, vestuario 

adecuado, vivienda segura. 

 

Establecido en el Art. 2 innumerado de la Ley Reformatoria al Título V del 

Derecho de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  

“En atención a otros derechos doctrinarios considerados de protección 

integral como: concepción del niño, sujetos de derechos, enfoque de 

derechos, crea obligaciones y compromisos ineludibles, garantizan la 

protección integral de niñas, niños y adolescentes, Sistema Nacional de 
                                                 
45 Constitución de la República del Ecuador, en Registro Oficial No.  449 de lunes, 20 de 

octubre de 2008, pág.  31. 
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Protección a la niñez y adolescencia, derecho a la supervivencia, el 

derecho a la vida”.46 

 

Evidentemente la Constitución de la República, abre un espacio para 

proteger de manera precisa a las niñas y adolescentes que posiblemente 

se encuentren embarazadas, siendo la obligación del Estado dicha 

protección, cuando dice: 

 

Art. 45.- Las niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes 
del ser humano, además de los específicos de su edad.  El Estado 
reconocerá y garantizara la vida, incluyendo el cuidado y protección desde 
la concepción.47 

 

Uno de los principios fundamentales establecidos en la Constitución, la 

Convención sobre los Derechos del Niño y el Código de la Niñez y la 

Adolescencia es la protección de todo ser humano hasta que cumpla la 

mayoría de edad.  Como aún no puede ejercer este derecho por sí mismo 

por razones obvias, le corresponde a la mujer embarazada ejercitarlos en 

su nombre y representación. 

 

En base a la normativa expuesta y la doctrina analizada la acción de 

alimentos a favor de la mujer embarazada debe ser promovida desde la 

etapa de la concepción, ya que es en ese momento en que surge la 

necesidad de proteger al menor que esta por nacer. 

 

Es durante la etapa de la concepción que es necesario vigilar el desarrollo 

del ser que está concebido para asegurar su salud y supervivencia ya que 

es esta etapa la que da vida a la exigibilidad del derecho de alimentos a la 

mujer embarazada durante los nueve meses y hasta tres meses posterior 

al parto. 

                                                 
46 CEVALLOS, Patricio, Derecho de alimentos, Filiación, Paternidad, Primera edición, Quito: 

ISBN, 2009, pág.: 72. 
47 Constitución de la República del Ecuador, en Registro Oficial No.  449 de lunes, 20 de 

octubre de 2008, pág.  32. 
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CAPITULO III 

 

3 DE LAS PERSONAS OBLIGADAS A LA PRESTACIÓN DE 

ALIMENTOS 

 

3.1 GENERALIDADES 

 

El Código de la Niñez y Adolescencia establece los derechos y obligaciones 

entre padres e hijos a partir de los Artículos 100 al 105 que menciona los 

deberes específicos de los progenitores y los deberes fundamentales de los 

hijos e hijas. 

 

Así por ejemplo el Art. 100, menciona que el padre y la madre tienen iguales 

responsabilidades en la dirección, mantenimiento del hogar, en el cuidado, 

crianza, educación, desarrollo integral y protección de los derechos de sus hijos 

e hijas comunes.  Desde un punto de vista jurídico y ético este planteamiento 

es correcto, pues tanto padre como madre deben hacerse responsables en 

cuanto a las obligaciones para con sus hijos. 

 

El Art. 101 se pronuncia sobre derechos y deberes recíprocos de la relación 

parental, ello significa que los progenitores y sus hijos se deben mutuamente 

afecto, solidaridad, socorro, respeto. 

 

El Art. 102 ibídem presenta en nueve numerales los deberes esenciales de los 

progenitores respecto a sus hijos. 

 

Pero el Art. 103 es específico en contemplar los deberes fundamentales de los 

hijos e hijas, entre ellos, el respeto, la colaboración en las tareas del hogar.  

Merece fijar mayor atención en el numeral 2 del citado artículo muy relacionado 

con la ayuda de los alimentos, esto es: “Asistir de acuerdo a su edad y 
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capacidad, a sus progenitores que requieran de ayuda especialmente en caso 

de enfermedad, durante la tercera edad, y cuando adolezcan de una 

discapacidad que no les permita valerse por sí mismos”.48 

 

Según el artículo 129 del Código de la Niñez y Adolescencia la obligación a 

prestar alimentos la tenía un grupo de personas familiarmente ligado a un 

derechohabiente, y dentro de este grupo, se establecía un orden que 

empezaba por los progenitores y seguía con los hermanos, abuelos y tíos, 

quienes eran regulados en su contribución por el juez, en proporción a sus 

recursos y el orden establecido. 

 

Las reformas al Título V Del Derecho de Alimentos, aprobadas el 14 de julio del 

2009 y publicadas en el Registro Oficial Suplemento No.  643 de 28 de julio del 

2009, promueven la maternidad y paternidad responsables, la obligación de los 

progenitores en la alimentación de sus hijos y su desarrollo integral; así como 

la corresponsabilidad materna y paterna y vigilar el cumplimiento de los 

deberes y derechos recíprocos entre progenitores e hijos. 

 

En las reformas que se está analizando, en el artículo innumerado 5 Título V 

Del Derecho de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia se 

menciona que los obligados principales de la prestación alimentaria son el 

padre y la madre, ya que la patria potestad la ejercen en conjunto; en 

consecuencia, la responsabilidad de prestar alimentos le corresponde a los 

dos, aun en los casos de limitación, suspensión y privación de la patria 

potestad. 

 

Por otro lado, considerando la temporalidad de la ausencia, impedimentos o 

falta de recursos, se les otorga el privilegio a los obligados subsidiarios la 

capacidad de ejercer la acción de repetición de los gastos invertidos en la 

obligación alimenticia que les toco asumir contra el padre y la madre. 

 
                                                 
48 Código de la Niñez y Adolescencia, en Registro Oficial No.  737 del viernes, 3 de enero del 

2003, pág.  26. 
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Según las reformas referidas anteriormente en el Art.  Innumerado 5, del Título 

V del Derecho de Alimentos del Código de la Niñez y Adolescencia, los 

obligados a prestar alimentos son los siguientes: 

 

1.- Los padres; 

2.- Los abuelos; 

3.- Hermanos que hayan cumplido 21 años y no estén comprendidos en los 

casos de los numerales dos y tres del artículo innumerado 4. 

4.- Los tíos. 

 

3.1.1 Los Padres: Obligación Primaria 

 

Como se ha manifestado en párrafos anteriores, la obligación de pasar 

alimentos a los hijos corresponde al padre y la madre conforme se dispone en 

los Arts.  100, 102 y el articulo innumerado 5 de la Ley Reformatoria Título V 

del Derecho de Alimentos del Código de la Niñez y Adolescencia y esto tiene 

su fundamento moral y ético, pues se debe fomentar la maternidad y 

paternidad responsable, de allí que en primer lugar le corresponda a la pareja 

alimentar a sus hijos.  La limitación, suspensión o pérdida de la patria potestad, 

no le exime a cualquiera de los padres su obligación de mantener a sus hijos.  

Enfatizando que los menores pueden demandar a los padres que les 

reconocieron o no (presuntivos). 

 

El Código de la Niñez y Adolescencia manifiesta al respecto del primer obligado 

lo siguiente: “los padres son los titulares principales de la obligación 

alimentaria, aun en los casos de limitación, suspensión o privación de la patria 

potestad”.49 

 

En caso de: ausencia, impedimento, insuficiencia de recursos o discapacidad 

de los obligados principales, debidamente comprobado por quien lo alega, la 

autoridad competente ordenará que la prestación de alimentos sea pagada o 
                                                 
49 Código de la Niñez y Adolescencia, en Registro Oficial No.  737 del viernes, 3 de enero del 

2003, pág.  32. 



 

 

36

completada por uno o más de los siguientes obligados subsidiarios, en atención 

a su capacidad económica y siempre y cuando no se encuentren 

discapacitados en su orden. 

 

3.1.1.1 Elementos de Comprobación de la Presunción de Paternidad 

 

El Examen de ADN y sus Condiciones 

 

Como introducción respecto al tema, se dará una breve definición del examen 

de ADN tomada del Diccionario Enciclopédico “El pequeño Larousse ilustrado 

2008” y dice: “acido nucleico característico de los cromosomas, constituidos por 

una sucesión de nucleótidos en forma de dos cadenas enroscadas en hélice.  

El ADN contiene la información genética y asegura el control de la actividad de 

las células”.50 

 

Una prueba de tal trascendencia conlleva al desarrollo de un marco legal 

adecuado que asegure, entre otros aspectos, su fiabilidad, exigiendo a los 

laboratorios de genética forense el cumplimiento de una serie de criterios 

científicos de calidad que han sido establecidos por diversas sociedades 

científicas de carácter internacional. 

 

Antes de las reformas del 28 de julio de 2009 al Título V, del Derecho de 

Alimentos, el art. 131 del Código de la Niñez y Adolescencia establecía lo 

siguiente, en cuanto a la situación de los presuntos progenitores: 

 

1.- La prestación provisional de alimentos, podrá ordenarse desde que en el 

proceso obren indicios suficientes, precisos y concordantes que permitan 

al Juez fundamentar una convicción sobre la paternidad o maternidad del 

demandado o demandada; 

 

                                                 
50 Diccionario Enciclopédico.  (2008).  El pequeño Larousse.  Colombia: Printer Colombiana 

S.A.  Decimo cuarta Edición, pág.  44.   
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2.- Sin perjuicio de la utilización de otros medios de prueba que 

científicamente sean idóneos para demostrar la paternidad y en tanto 

ellos no sean utilizados, para la fijación de la prestación definitiva, el 

Juez dispondrá a petición de parte, el examen comparativo de los 

patrones de bandas o secuencias de acido desoxirribonucleico (ADN) del 

derechohabiente y del o la demandada.  Si el resultado es positivo, en la 

misma resolución que fije la prestación de alimentos definitiva, el Juez 

declarará la paternidad o maternidad del o la demandada y dispondrá la 

correspondiente inscripción en el Registro Civil; 

 

3.- Cuando el demandado se niega injustificadamente a someterse al 

examen señalado en este articulo, el Juez le hará un requerimiento para 

que lo practique en el plazo máximo de diez días, vencido el cual, si 

persiste la negativa, se presumirá la paternidad o maternidad y el Juez 

procederá como en el caso de resultado positivo del examen; 

 

4.- Si el demandado antes del requerimiento indicado en la regla anterior, 

funda su negativa para la práctica del examen en la circunstancia de 

carecer de recursos para sufragarlos, el Juez ordenará que la Oficina 

Técnica practique un estudio social y emita el informe correspondiente 

en el plazo máximo de quince días.  En el caso de que el informe 

confirme la alegación del demandando, el Juez dispondrá que la Junta 

Cantonal de protección de su jurisdicción lo incluya, de inmediato en un 

programa del Sistema que cubra el costo del examen.  Si el informe 

social es negativo para la pretensión del demandado se procederá en la 

forma dispuesta en la regla anterior; 

 

5.- Salvo el caso de carencia de recursos previsto en la regla anterior; los 

gastos que demanden las pruebas biológicas y las costas procesales; 

incluidos los gastos del estudio social, cuando lo hubiere, serán 

sufragados por el presunto padre o madre, quienes tendrán derecho a 
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que se les reembolse por quien ha reclamado la prestación, si el 

resultado de las pruebas descarta su paternidad o maternidad; y, 

 

6.- Se prohíbe practicar el examen señalado en la regla segunda de este 

artículo en la criatura que está por nacer, pero puede hacérselo en 

personas fallecidas, cuando ello sea necesario para establecer la 

relación de parentesco.51 

 

Al respecto el tratadista Fernando Albán explica el alcance de estas reglas y la 

intención del legislador en cada una de ellas. 

 

En la regla primera el legislador ha hecho constar una facultad judicial discrecional 
porque ha empleado el verbo “podrá” y no “deberá” en el caso de fijación de 
pensiones alimenticias provisionales.  Pero para su cumplimiento el Juez no está 
facultado a disponer a su arbitrio.  Para ello deben aparecer del expediente 
indicios suficientes, es decir que por medio de prueba documental o testimonial 
aparezca la existencia de la paternidad o maternidad; preciso esto es, que en 
forma inequívoca y clara conste que el progenitor tiene esta calidad; y, 
concordantes, es decir, que exista vinculación entre la existencia de la paternidad 
o maternidad y el presunto progenitor procesado. 

La regla segunda concede una importancia judicial al examen de ADN con mucha 
razón, ya que según los datos ofrecidos por los expertos en genética, a través de 
este examen existe el 99.9999 por ciento de probabilidades de establecer la 
paternidad o maternidad en discusión.  Con el fin de evitar un segundo largo y 
tortuoso juicio sobre la declaración judicial de paternidad o maternidad, el 
legislador ha facultado al Juez que el momento de fijar el monto de la pensión 
alimenticia simultáneamente debe declarar la paternidad o maternidad del o la 
demandada ordenando se inscriba en el Registro Civil. 

La tercera regla también es acertada porque en muchos casos, con el propósito de 
eludir responsabilidades, el o la progenitora se niegan a realizarse el examen 
genético o de ADN, anteponen un sin número de excusas.  Por lo tanto, si luego 
de requerirle, la práctica de este examen, plazo que no puede excederse de diez 
días no se sometiere se presumirá la paternidad o maternidad del requerido.  
Correcta y suspicazmente su incumplimiento genera presunción de paternidad o 
maternidad, en cuyo caso el juez deberá actuar conforme la regla segunda. 

La regla cuarta y quinta con el fin de evitar una de las excusas más usadas por el 
presunto padre o madre referente a que no está en condiciones económicas de 
realizarse el examen de ADN, ha concedido al Juez la facultad de ordenar a la 
Oficina Técnica de la Niñez y Adolescencia para que luego de un estudio social 
verifique o desmienta la pobreza del demandado o demandada.  El efecto jurídico 
de verificarse el estado de pobreza es que la Junta Cantonal de Protección del 
niño, niña y adolescente asuma el costo del examen.  Por el contrario si se verifica 
que sí tiene posibilidades económicas de asumir el gasto del examen genético, se 

                                                 
51 Recopilación de normativas de los niños y adolescentes.  (2006).  Quito: Gaceta Judicial de 

Junio 2006, págs.  89 y 90.   
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lo comunicará al Juez, quién por última vez requerirá al demandado concurra a 
realizarse dicho examen científico. 

La regla sexta consagra una prohibición expresa a la realización del examen de 
ADN u otro similar.  Refiérase a que mientras la criatura se halle en el vientre 
materno no podrá practicarse ningún examen, pero si puede hacerse de cualquier 
persona fallecida; no existe obstáculo alguno.  De esta forma se garantiza a la 
criatura porque al realizarse dicho examen puede producirse un daño en el feto y 
en ciertos casos peligrar su vida.  Esta es la explicación de esta prohibición.  Para 
la práctica de las pruebas biológicas habrá que esperar que prontamente se dicte 
el reglamento de conservación de las mismas y demás regulaciones necesarias 
conforma ha determinado el Art.  132 del CONA.  Mientras tanto considero que no 
existe ningún impedimento para practicarlas, ya que en la Cruz Roja ecuatoriana 
es altamente eficiente en esta clase de prueba.52 

 

Lo que manifiesta este tratadista es muy adecuado y de una manera sencilla 

aporta para un mejor entendimiento de lo que establecía el Código de la Niñez 

y Adolescencia. 

 

El examen de ADN constituye una comprobación de certeza sobre la filiación, 

mientras que la declaración de testigos, examen de sangre, pueden ser 

refutadas e incompletas que dejan duda de la filiación, como sucede con el 

juicio ordinario y la introducción de pruebas que no solían tener el carácter 

científico.  Así lo expresa una de las Salas Especializadas de la Corte Suprema 

de Justicia actual Corte Nacional de Justicia respecto de establecer la filiación 

con el examen genético, cuando declara: 

 

El examen de ADN constituye una comprobación de certeza sobre la filiación”.  

Resolución No. 183-99.  Juicio No. 150-98.  ACTOR: Teresa del Rocío Urbano.  

DEMANDADO: Víctor Hugo Alcocer.  Materia: investigación de paternidad.  

Suplemento R.O. No. 208 de 9 de junio de 1999.  CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA, PRIMERA SALA DE LO CIVIL Y MERCANTIL.53 

 

Un examen de ADN es un proceso muy delicado, que requiere de profesionales 

calificados para ello y tecnología que permita dar resultados confiables y de 

                                                 
52 ALBÁN, Fernando, Derecho de la Niñez y Adolescencia.  Acciones de Protección y 

Juzgamiento de Adolescentes Infractores, Quito, 2003, págs.156 y 157. 
53 CEVALLOS, Patricio, Derecho de alimentos, Filiación, Paternidad, Primera edición, Quito: 

ISBN, 2009, pág.: 203. 
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forma rápida.  Algo que ha llamado la atención durante la investigación de esta 

tesis es que no solamente se utilizan muestras sanguíneas y/o bucales sino 

que cualquier muestra biológica es útil para realizar un estudio de ADN, por 

ejemplo: cepillo de dientes, uñas, cabellos con raíz, colillas de cigarros, 

chupetes, restos óseos, biopsias, entre otros. 

 

La reforma introducida el 28 de julio del 2009 concreta la forma de realizar el 

examen de ADN de una manera no solo científica sino legalmente comprobable 

con una cadena de certezas amparadas por la intervención de la Fiscalía 

General del Estado y las autoridades competentes del Ministerio de Salud 

Publica. 

 

De acuerdo a lo que nos dice el tratadista Alex Placido se debe destacar el 
principio de la verdad biológica que significa que cada sujeto podrá figurar como 
padre o como hijo de quien biológicamente lo sea, puesto que dispondrá de 
medios que el Derecho pone a su alcance -y que son fundamentalmente las 
acciones de filiación- para rectificar la situación que vive si no está conforme con 
ella, es decir, para dejar de estar unido con quien no tiene lazo carnal alguno, o 
para comenzar a estarlo si legalmente tal unión no consta.54 

 

Otro punto fundamental de este subtitulo son las condiciones para la prueba de 

ADN, que según el articulo innumerado 11 del Título V del Derecho de 

Alimentos reza: “Tendrán valor probatorio en juicio, el examen comparativo de 

los patrones de bandas o secuencias de ácido desoxirribonucleico (ADN) 

practicadas por laboratorios especializados públicos y privados, que cuenten 

con peritos calificados por la Fiscalía.  En el caso de los laboratorios privados 

deberán contar con el permiso de funcionamiento del Ministerio de Salud 

Pública. 

 

La identidad de la persona a la que pertenece la muestra, se comprobará 

mediante la cédula de identidad o ciudadanía, pasaporte o cualquier otro 

documento que asegure fehacientemente la identidad de la persona y, el 

                                                 
54 PLÁCIDO, Alex, El derecho del niño a conocer a sus padres y las limitaciones a los derechos 

fundamentales del presunto progenitor, www.pucp.edu.pe/dike/doctrina/civ_art44.PDF, 
2001, Consultado el 26 de mayo de 2011, pág.  17. 
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registro de su huella digital.  La identificación y toma de muestras se hará en 

presencia de la autoridad que la ordena o su delegado, el/la perito y las partes 

o quienes las representen. 

 

Los resultados de las pruebas de ADN son confidenciales.  Todo movimiento 

de la muestra deberá ser registrado con indicación de la fecha, la hora y el 

nombre e identificación de las personas que intervinieron.  El Juez/a, podrá 

disponer el auxilio policial, la intervención de médicos legistas o de otros peritos 

a petición de la parte interesada, para asegurar la autenticidad y confiabilidad 

de la toma de muestras, su examen, custodia y transporte. 

 

Actualmente de conformidad a lo dispuesto en las últimas reformas al Título V 

del Derecho de Alimentos, articulo innumerado 10 del Código de la Niñez y 

Adolescencia, se ha establecido una presunción de progenitor, en virtud de la 

cual, mientras se verifique la filiación o se la descarte, el juez podrá obligar al 

pago de prestación alimentos al niño, niña o adolescente.  Es una presunción 

legal que puede desvirtuarse o confirmarse.  Con el examen genético del ADN 

se puede probar en forma inequívoca la paternidad o maternidad, lo que 

permite al juzgador declarar o rechazar la calidad de progenitor. 

 

Esta obligación de una persona cuya paternidad o maternidad no han sido 

legalmente establecidas, se rige de acuerdo con las siguientes reglas: 

 

a) En el evento de existir negativa por parte del demandado o demandada a 

someterse a las pruebas científicas de ADN que el Juez/a disponga, se 

presumirá de hecho la filiación o relación de parentesco en el caso de los 

demás parientes consanguíneos, con el alimentario y en la misma 

providencia se fijará la pensión provisional, la cual será exigible desde la 

presentación de la demanda. 

 

Es necesario destacar la disposición que dice: El juez podrá obligar al pago de 

prestación alimenticia.  Es una potestad propia del juez; es decir disponer el 



 

 

42

pago cuando existan en el proceso indicios suficientes, precisos y 

concordantes, que le permitan fundamentar una convicción sobre la paternidad 

o maternidad del demandado o demandada.  Esto ya lo disponía expresamente 

el Código de Menores de 1976. 

 

b) Si el resultado del examen de ADN es positivo, el Juez/a declarará la 

filiación y la correspondiente paternidad o maternidad y dispondrá la 

inscripción de la respectiva Resolución en que así lo declare en el 

Registro Civil; o la relación de parentesco en el caso de los demás 

parientes consanguíneos.  En la misma providencia fijará la pensión 

definitiva de alimentos, la cual será exigible desde la fecha de 

presentación de la demanda. 

 

c) Si el demandado o demandada funda su negativa para la práctica del 

examen de ADN en la circunstancia de carecer de recursos para 

sufragarlo, el Juez/a dispondrá que el Ministerio de Salud Pública, a 

través de una Unidad de Investigación Genética, realice el examen de 

ADN en forma gratuita.55 

 

Se admitirá la demostración de la carencia de recursos del presunto padre, 

madre o pariente consanguíneo obligado a sufragar los gastos que demande el 

ADN, así como las costas procesales y los gastos del estudio social, cuando 

del estudio de la Oficina Técnica se probare dicho particular y de conformidad 

con la prueba que se actué en la audiencia respectiva. 

 

Analizando estos tres literales, se puede observar que los legisladores 

ecuatorianos han introducido todas las posibilidades que pueden generarse al 

realizar el examen de ADN, por lo tanto se considera que este artículo está 

muy bien fundamentado, pues no se podía dejar a un lado este examen tan 

fundamental para establecer la relación parento-filial entre padres e hijos. 

 
                                                 
55 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.34. 
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Además, se prohíbe la práctica del examen de ADN del que esté por nacer, 

pero podrá hacérselo en personas fallecidas, cuando ello sea necesario para 

establecer la relación parento-filial. 

 

Los Abuelos y Abuelas 

 

Se les ha otorgado el segundo lugar entre los obligados a la prestación 

alimenticia de sus nietos, situación de aparente injusticia que solo se justifica 

por tratarse de los menores. 

 

La Ley Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos, Libro II del Código 

de la Niñez y Adolescencia puntualiza ciertos detalles que no son requisitos, se 

demanda a los abuelos, en caso de falta, impedimento o insuficiencia de 

recursos de los integrantes del grupo de parientes que corresponda, ¿quiénes 

son los que se encuentran obligados? Los padres y abuelos. 

 

Es muy frecuente en nuestro país la demanda de alimentos a los abuelos, por la 
falta de padres que han salido del país en busca de mejores días; porque es difícil 
localizar hermanos de los menores que tengan mejores condiciones económicas 
que sus padres y que se encuentren en el país, claro que no es imposible, por 
estas circunstancias las madres prefieren demandar directamente a los abuelos.56 

 

En abril del año pasado, Cayetano Cedeño y María Vera, ambos de 95 años, 
fueron puestos bajo arresto domiciliario en la provincia de Manabí por un juicio de 
alimentos seguido en contra de su hijo.  Cedeño falleció tras la disposición de la 
jueza de la Niñez que le impedía salir de su casa. 

En junio de este año, una orden de detención fue emitida -y días después 
revocada- en contra de Agustina Espinoza, de 64 años y quien padece una hernia 
inguinal, por el no pago de pensiones alimenticias por parte de su hijo, domiciliado 
en Estados Unidos. 

Finalmente, en el caso más reciente de abuelos detenidos por juicios de 
alimentos, Beatriz Miranda, de 52 años, debió cumplir a fines del mes pasado casi 
una semana en una cárcel de Guayaquil por la deuda de manutención sostenida 
por su hijo, quien vive en España.57 

                                                 
56 SALTOS, Rodrigo, El Derecho Especial de Menores y El Código de la Niñez y Adolescencia, 

Guayaquil: Editora Biblioteca Jurídica, 2009, pág.  93. 
57 MENA, Paúl.  Ecuador: abuelos a la cárcel por juicios de alimentos.  

http://www.bbc.co.uk/mundo/america_latina/2010/07/100708_ecuador_juicio_alimentos_
abuelos_amab.shtml.  2010.  Consultado el 14 de noviembre de 2011. 
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Los jueces de la niñez y adolescencia que han conocido casos en los que 

están inmersos adultos mayores para el pago de los alimentos a sus nietos, no 

han tenido presente los derechos que la constitución confieren a las adultas y 

adultos menores desde el art. 36 al 38, este en su numeral 7 prohíbe la prisión 

preventiva a las adultas o adultos mayores, quienes deberán someterse a un 

arresto domiciliario, y no estar presos en centros de rehabilitación social; no ha 

sido la reforma al Código de la Niñez la que ha gravado la situación de estas 

personas en sus libertades, pues la norma de la constitución prevalece sobre 

cualquier otra norma jurídica. 

 

Además se debe señalar que ambas partes, tanto los menores protegidos 

como los adultos mayores son grupos vulnerables y el Estado debe garantizar 

su protección en todos los sentidos y no perjudicar a un grupo para beneficiar a 

otro, distinto el derecho de alimentos de los menores protegidos, y quien no 

cancela estos alimentos puede sufrir prisiones con la salvedad de los mayores 

adultos a quienes no se le detiene sino se ordena su arresto domiciliario.  

Todos los derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, 

interdependientes y de igual jerarquía.  Se puede si atender positivamente el 

interés superior del niño. 

 

La obligación de alimentar al hijo que carece de bienes pasa, por la falta o 

insuficiencia de ambos padres, a sus abuelos, por una y otra línea 

conjuntamente.  Por lo que en caso de insuficiencia de uno de los padres, esta 

obligación pasara en primer lugar a los abuelos de la línea del padre o madre 

que no provee; y en subsidio de éstos a los abuelos de la otra línea.  En 

definitiva lo que el Juez hace es prorratear la prestación alimenticia entre los 

cuatro obligados subsidiarios. 

 

 Los Hermanos 

 

Del titular del derecho de alimentos, que haya cumplido 21 años de edad, 

y no estén comprendidos en los casos de los numerales dos y tres del 
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articulo innmerado 4 del Título V del Derecho de Alimentos, Libro II del 

Código de la Niñez y Adolescencia; y estos son: 

 

A falta del primer obligado, se puede demandar a los hermanos mayores 

de dieciocho años del menor, pero siempre y cuando estos sean 

estudiantes universitarios y no puedan generar recursos económicos por 

dedicarse exclusivamente a estudiar. 

 

A los hermanos que no siendo estudiantes universitarios y mayores de 

edad, adolezcan de alguna enfermedad física y mental que no les permita 

obtener recursos y valerse por su propia cuenta. 

 

o Los Tíos 

 

Las demandas a los tíos son muy escasas en nuestro medio, porque ya 
como el parentesco se abre un poco mas y salvo excepciones, son los 
abuelos los que asumen la responsabilidad y no permiten que sean sus 
otros hijos (los tíos del menor) los que afronten la obligación, en un caso 
que resolvió la sala, los tíos aceptaron la obligación y pagan los 
alimentos en partes iguales.58 

 

PUNTUALIZACIONES CUANDO HAY MÁS DE UNA PERSONA 
OBLIGADA. 

1.- Cuando hay más de una persona obligada a la prestación de 
alimentos, el Juez regulará la contribución de cada una en 
proporción a sus recursos.  La ley se refiere al caso que haya varios 
hermanos o varios tíos, y que se haya demandado a todos ellos, en 
este caso el juez deberá prorratear entre ellos/as el pago de los 
alimentos. 

2.- Solamente cuando falte, haya impedimento o insuficiencia de 
recursos de los integrantes del grupo de parientes que corresponda, 
se llama, en su orden al del grupo siguiente para compartir la 
obligación con el grupo anterior, entendiéndose por falta no 
solamente física, como en caso de los migrantes, sino también por 
encontrarse en condiciones económicas deplorables que le impiden 
poder cumplir.  Si el padre se encuentra preso con sentencia, los 

                                                 
58 SALTOS, Rodrigo, El Derecho Especial de Menores y El Código de la Niñez y Adolescencia, 

Guayaquil: Editora Biblioteca Jurídica, 2009, pág.  97. 
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abuelos son indigentes y ancianos, es lógico que se demande a 
cualquiera de los otros grupos.59 

 

▪ Padres migrantes imposibles de localizar. 

 

Además, en el caso de progenitores que hayan migrado al exterior, 

la ley les permite a los jueces, aplicar de oficio los instrumentos 

internacionales ratificados por el Ecuador, entre ellos la Convención 

de Nueva York sobre obtención de alimentos en el extranjero del 29 

de junio de 1956 y ratificado y promulgada como ley por el Ecuador 

en el Registro Oficial No. 548 de 8 de mayo de 1974 y la Convención 

Interamericana sobre obligaciones alimentarias de 15 de julio de 

1989, a fin de garantizar el derecho de alimentos a los niños, niñas y 

adolescentes; aunque también se prevé responsabilidades por 

negligencia para las autoridades que no aseguren este derecho 

constitucional y legal. 

 

La Convención sobre los Derechos del Niño tiene carácter vinculante 

para los Estados frente a todo menor y a sus representantes legales 

sometidos a sus jurisdicciones y con mecanismos de supervisión 

para el cumplimiento de estas obligaciones primordiales para el 

desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes y por tanto es 

deber fundamental de los Estados el vigilar a través de mecanismos 

idóneos creados por cada cual según la idiosincracia de su 

población asegurar que los alimentos lleguen oportunamente a los 

derechohabientes. 

 

Nada autoriza a que el Estado lo restrinja y nada obsta, o más bien 
todo alienta al Estado para que incluya otros derechos en su 
ordenamiento jurídico nacional, para que amplié el alcance y 
contenido de un derecho del catálogo o para que mejore las 
posibilidades de ejercicio y goce de los derechos existentes.  En ese 
sentido, la obligación de los Estados de procurar el ejercicio de los 

                                                 
59 SALTOS, Rodrigo, El Derecho Especial de Menores y El Código de la Niñez y Adolescencia, 

Guayaquil: Editora Biblioteca Jurídica, 2009, pág.  97. 
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derechos del niño no es una obligación estática, sino dinámica y 
progresiva, que debe permitir el mejoramiento de las condiciones 
necesarias para el pleno goce de estos derechos.60 

 

En general, el Estado asume dos obligaciones básicas: la primera, la 

de respetar los derechos del niño, y la segunda, la de garantizar el 

ejercicio de los mismos. 

 

La obligación de respetar los derechos del niño, implica para el 

Estado y sus agentes una abstención de realizar cualquier acto, sea 

de naturaleza administrativa, legislativa o judicial que amenace o 

viole los derechos humanos consagrados en la Convención sobre 

los Derechos del Niño. 

 

Por esta razón, al verse la madre o el representante del menor 

imposibilitados de localizar al padre o madre del menor por razones 

de inmigración le corresponde al Estado la obligación de realizar 

cualquier acto a través de los órganos correspondientes con el fin de 

localizar al obligado principal de la prestación de alimentos. 

 

Entre estas instituciones tenemos a los Consulados del Ecuador, a la 

Secretaria del Migrante, al Ministerio de Relaciones Exteriores, 

Comercio e Inversión, a la Defensoría Publica, las cuales dentro de 

sus competencias deben realizar todo lo que este a su alcance para 

localizar a las personas obligadas a la prestación de alimentos. 

 

La obligación de garantizar el goce y pleno ejercicio de los derechos 

a todo menor y a sus representantes legales sometidos a su 

jurisdicción, importa el deber del Estado de organizar todo el aparato 

gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las 

cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que 
                                                 
60 PLÁCIDO, Alex, El derecho del niño a conocer a sus padres y las limitaciones a los derechos 

fundamentales del presunto progenitor, www.pucp.edu.pe/dike/doctrina/civ_art44.PDF, 
2001, Consultado el 26 de mayo de 2011, pág.  11. 
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sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de 

los derechos del niño, entre ellos el derecho a percibir alimentos por 

parte de los obligados al mismo.  Como consecuencia de esta 

obligación, los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda 

violación de los derechos reconocidos. 

 

No solo compete al Estado la posibilidad de localizar a los obligados 

principales sino también a los parientes y demás personas que 

tengan información sobre aquellos, quienes deberán proporcionarla 

y ofrecer las facilidades para localizarlos. 

 

La migración obstaculiza e incluso destruye en forma definitiva, en 

muchos casos, cualquier clase de relación familiar y duradera entre 

los progenitores y sus hijos, y por consiguiente con otros familiares 

cercanos.  Las estadísticas son evidentes. 

 

El Instituto Nacional de Estadísticas y Censos de Ecuador (INEC) 

conjuntamente con otros organismos públicos, incluido el Banco 

Central del Ecuador, estima en un millón seiscientos mil 

ecuatorianos viven en el exterior.  Cabe señalar que la migración se 

acentuó en los últimos ochos años, periodo en que dicho flujo 

registro un crecimiento anual del 10 al 11%.  En particular se calcula 

que en el 2007 cerca de cincuenta mil ecuatorianos salieron del país 

y no retornaron de solamente la estadísticas de emigración.  Así en 

la última década del total de personas que salieron definitivamente 

de Ecuador, alrededor del 65% correspondieron al periodo del 2002-

2007. 

 

Estas estadísticas de emigración repercuten en los niños que 

quedan al cuidado solamente del padre o la madre, hermanos, tíos, 

abuelos, etc., que en muchos de los casos, no tienen buena voluntad 

de cuidarlos y menos aun se interesan por el bienestar personal de 
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los niños, niñas y adolescentes, esto se debe a un gran problema 

social como es el desempleo, que obligan a que los padres decidan 

irse de migrantes, siendo incierto su retorno y la mayoría de esos 

niños, niñas y adolescentes quedaran totalmente desprotegidos. 
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CAPITULO IV 

 

4 FORMAS DE PRESTAR ALIMENTOS 

 

4.1 GENERALIDADES 

 

Las formas establecidas para prestar el derecho de alimentos resultan 

novedosas, prácticas y variadas; conceden ciertas facilidades al alimentante 

para cumplir con la responsabilidad de alimentar al niño, niña o adolescente y 

actualmente se encuentran en la Ley Reformatoria al Título V Del Derecho de 

Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia en el articulo 

innumerado 14. 

 

Por regla general los alimentos se pagarán mediante pensión, en dinero, que le 

permita al alimentario subvenir sus necesidades de vivienda, sustento, ropa, 

salud, educación y recreación.  Por excepción y en virtud de la justificación 

correspondiente, el juez podrá acordar o permitir que el obligado preste los 

alimentos de otra manera, es decir en forma diferente de la pensión en dinero. 

 

“Hay que definir que anteriormente el juez solo fijaba el pago de una pensión 

mensual y otras formas de prestación de los alimentos, sin embargo 

actualmente, ya se puede determinar por parte del juez la fijación del pago de 

la pensión, además de otros subsidios y beneficios adicionales”61. 

 

4.1.1 Formas 

 

4.1.1.1 Deposito de una Suma de Dinero 

 

En el caso de las pensiones, estas se pagarán de manera anticipada dentro de 

los cinco primeros días de cada mes, mientras que los subsidios y otros 

                                                 
61 PITA, Enrique, El nuevo proceso para reclamar el derecho de alimentos en el Código de la 

Niñez y Adolescencia, pág.  8. 
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beneficios adicionales, serán fijados por el juez en las fechas señaladas para el 

efecto y en la cuenta que para ello se establezca.  El certificado de depósito 

bancario constituirá prueba para demostrar el pago o su falta a favor de la 

beneficiaria/o o de quien legalmente lo represente. 

 

Esta primera forma de pago, es la más común, pues se dispone el pago de una 

suma mensual de dinero por mesadas adelantadas dentro de los cinco 

primeros días de cada mes, como en el sistema anterior tambien puede 

hacerse en la Pagaduría o directamente en el juzgado, lo que comúnmente 

seria pago por consignación. 

 

4.1.1.2 Constitución del Derecho de Usufructo 

 

Podrá además efectuarse el pago de la pensión alimenticia por medio de la 

constitución de un usufructo, uso, habitación, pensión arrendataria u otro modo 

similar, que aseguren rentas u otros frutos suficientes para la debida prestación 

de alimentos del beneficiario: esto resulta una facilidad para el alimentante, 

considerando que en muchas ocasiones no se tiene dinero en efectivo o tal vez 

el alimentante haya migrado al exterior. 

 

Para el cumplimiento de la prestación alimenticia puede constituirse alguno de 

los gravámenes mencionados; no obstante, para que proceda, el Juez 

comprobara que no se encuentren limitados por otros derechos reales ni 

afectados por embargo, prohibición de enajenar, anticresis o cualquier otro 

gravamen o contrato que afecten o puedan impedir dicho disfrute o percepción. 

 

El Juez está obligado a exigir el correspondiente certificado extendido por el 

Registro de la Propiedad, que demuestre que no existe ningún gravamen que 

afecte al dominio del bien que se va a gravar, para este efecto tambien deberá 

cumplirse con las formalidades establecidas en la ley, como otorgar mediante 

escritura pública el bien e inscribirlo en el Registro de la Propiedad. 

 



 

 

52

Todo esto, con el único fin de garantizar el pago efectivo de la prestación 

alimenticia fijada por el Juez, por lo tanto el gozo y disfrute de este derecho por 

el beneficiario. 

 

Por otro lado, “el hijo o hija beneficiario no estará obligado a confeccionar 

inventario ni rendir la caución que la ley exige al usufructuario.  En ningún caso 

se obligará al niño, niña o adolescente que ha sido confiado a la patria potestad 

del otro progenitor o a la guarda de un tercero, a convivir con quien está 

obligado a prestar alimentos, con el pretexto de que ésta sea una forma de 

prestación en especie”.62 

 

4.1.1.3 Otros 

 

Una tercera forma de prestar alimentos consiste en pagar directamente al 

beneficiario que señale el Juez, en cuyo caso, para seguridad de lo pagado, 

deberá existir la constancia de lo sufragado mediante los respectivos recibos. 

 

La particularidad de las formas de la prestación alimenticia es que el menor de 

edad no está obligado a convivir en el mismo techo con el alimentante. 

 

Por otro lado es importante señalar legislación comparada al respecto. 

 

En la normativa argentina existen varias formas de prestación alimenticia, una 

de las cuales llama la atención es el pago directo a terceros que comprende 

una de las posibilidades del pago en especie. 

 

“Como lo señala Lagomarsino y Uriarte, el juez podrá homologar el acuerdo o 

convenio alimentario en el cual se estipule el pago directo a terceros de 

determinados servicios prestados al alimentado.  Así los gastos por 

alimentación, vestimenta, habitación, atención medica, educación y 

                                                 
62 AGUIRRE, María del Rosario, Responsabilidad del adolescente infractor o contraventor, 

Babahoyo: Editorial L y L.  Primera Edición, 2003, pág.  47. 
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esparcimiento del alimentado se podrían abonar a terceros en forma directa a 

cambio de la provisión de esos bienes y servicios al beneficiario”.63 

 

Puede darse el caso de que el alimentante, en lugar de abonar a cada 

proveedor de bienes o servicios, extienda al alimentario una tarjeta de crédito 

para que cubra sus necesidades, cuyos abonos directamente los realizara el 

obligado a la prestación alimenticia.  Sin embargo, esta modalidad en la 

práctica no resulta tan habitual, pues puede traer serios inconvenientes tanto 

para el alimentante como para el alimentario. 

 

Otro mecanismo novedoso de la legislación argentina es mediante el giro 

postal, el cual puede ser de utilidad en los casos en que por motivos de 

distancia no exista posibilidad de utilizar el depósito bancario, por ejemplo, 

residir tanto el alimentante como alimentario en países diferentes. 

 

El giro postal tiene como ventaja el hecho de que será siempre el alimentante 

quien corra con los gastos administrativos que demande esa forma de pago, 

sin dar lugar a discusión al respecto, pues el alimentado cobrará siempre el 

importe integro del giro efectuado. 

 

Este mecanismo según la doctrina argentina no es muy recomendable, porque 

para el alimentante resulta más costoso, pues se cobra adicional por dicho giro 

y un porcentaje del importe girado y no gozara de la certeza que tiene el pago 

de la cuenta habilitada para tal finalidad, además no posee mayor celeridad 

como la tiene el depósito bancario. 

 

4.1.1.4 Parámetros que se Observa 

 

El artículo innumerado 15 de la ley reformatoria al Título V Del Derecho de 

Alimentos del Código de la Niñez y Adolescencia establece que el Consejo 

                                                 
63 BELLUSCIO, Claudio, Prestación Alimenticia, Editorial Universidad, Buenos Aires, 1ra 

Edición, 2006, pág.  81. 
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Nacional de la Judicatura definirá la Tabla de Pensiones Alimenticias en base a 

los siguientes parámetros: 

 

Las necesidades básicas por edad del alimentado 

 

Esto se debe a que en cada etapa el niño, niña o adolescente tienen diferentes 

necesidades, pues no se pueden comparar las necesidades de un impúber con 

las de un menor adulto, debido a los cambios durante la adolescencia como es 

el crecimiento, cambios físicos, la forma de razonar, de sentir, se van 

despertando nuevas emociones, sentimientos que antes no los tenían por lo 

tanto es indispensable que se observe la edad de cada alimentado para poder 

de la mejor manera satisfacer las necesidades que tenga cada uno de ellos.  

Hay que tomar en cuenta que las necesidades de los menores son múltiples y 

variadas, difíciles de ser cuantificadas. 

 

Los ingresos y recursos del obligado al pago de alimentos. 

 

En los ingresos se consideraran tanto los ordinarios como los extraordinarios, 

gastos propios de su vida y de sus dependientes directos. 

 

Los ingresos ordinarios son aquellos que se obtienen de forma habitual y 

consuetudinaria; en este caso sería el salario o sueldo correspondiente al 

trabajo estable del obligado a la prestación alimenticia. 

 

Los ingresos extraordinarios son aquellos que provienen de acontecimientos 

especiales; como el decimo tercero y cuarto sueldo, fondo de reserva, las 

utilidades equivalentes al 15% del total de las utilidades de la empresa en la 

que prestan sus servicios: 10% se dividirá para los trabajadores de la empresa, 

sin consideración a las remuneraciones recibidas y el 5% restante será 

entregado directamente en proporción a sus cargas familiares: cónyuge, 

conviviente, hijos menores de 18 años e hijos minusválidos, de conformidad 

con lo establecido por el Código de Trabajo Art.  97 incisos: primero, segundo y 
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tercero.  Este parámetro es más accesible de cuantificarlo porque si trabaja 

bajo relación de dependencia será suficiente revisar su rol de pagos, si es 

profesional el Juez tomará en cuenta esta particularidad o si es una persona 

que realiza una actividad económica independiente de acuerdo a los bienes 

que haya obtenido en base a su trabajo. 

 

Estructura, distribución de gasto familiar e ingreso de los alimentantes y 

derechohabientes. 

 

La tabla de pensiones mínimas contiene tres niveles en base al consumo y está 
compuesto por tres columnas: en la primera consta el número de 
derechohabientes, es decir el número de hijos menores de edad o mayores 
incapacitados; la segunda contiene los porcentajes correspondientes a quienes 
tienen menos de cuatro años y está compuesta por la sumatoria de: alimentos, 
bebidas no alcohólicas, vivienda, agua, electricidad, velas, carbón, gas, 
comunicación, bienes durables y gastos de salud; la tercera columna, corresponde 
a los derechohabientes en edad de 5 años en adelante, y está compuesta por los 
porcentajes de la segunda columna adicionándole un porcentaje para 
educación.64 

 

Aunque no se encuentre publicada la nueva tabla mínima de pensiones 

alimenticias, se ha tomado como modelo la tabla mínima de pensiones 

alimenticias del año 2010, pero modificando los valores basados en el salario 

básico unificado del año en curso.  (Ver Anexo 1) 

 

Ejemplos de los valores proporcionales según el salario del alimentante: 

 

* Si el salario es de 264 dólares y tiene un hijo menor de 4 años, la pensión 

es de 72 dólares aproximadamente. 

 

* Si el niño es mayor de 5 años, la pensión será de 75 dólares. 

 

* Si tiene ese mismo ingreso, pero con dos hijos menores de 4 años, la 

pensión es de 105 dólares. 

                                                 
64 PITA, Enrique, El nuevo proceso para reclamar el derecho de alimentos en el Código de la 

Niñez y Adolescencia: análisis del Proceso Contencioso de Única Audiencia, Quito: 
Universidad Andina Simón Bolívar, 2010, pág.  10. 
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* Si son dos hijos mayores de 5 años, la pensión será de 110 dólares. 

 

* Si el ingreso es mayor, la pensión también será proporcionalmente mayor. 

 

Al realizar estos ejemplos se ha tomado como referencia, el salario básico 

unificado del año actualmente en curso 2011, y los porcentajes y valores de la 

tabla de pensiones alimenticias mínimas, en vista de que todavía no se ha 

publicado la respectiva tabla de pensiones alimenticias mínimas de este año. 

 

La tabla de pensiones alimenticias mínimas, se fundamenta en el principio de 

que a mayor ingreso del alimentante, debe el alimentario recibir mayor pensión.  

Esta política puede ser aplicada por dos vías, por un lado en cuanto a mayor 

ingreso mayor pensión en una misma proporción, y por otro, la aplicación de un 

porcentaje adicional, lo que duplica el incremento, sin contar con los 

incrementos automáticos fijados por la ley, fuera de todo principio técnico, 

económico, moral o jurídico. 

 

La tabla de porcentajes mínimos para las pensiones alimenticias, considera 

como base de cálculo para la imposición de los porcentajes: el Ingreso Bruto 

del alimentante apreciado en relación con sus ingresos ordinarios y 

extraordinarios, y sin considerar los gastos propios de su modo de vida y de 

sus dependientes directos no involucrados en la pensión alimenticia, además 

de los pagos ineludibles en la relación Estado - Ciudadano como son los 

tributos, en particular el Impuesto a la Renta y el Impuesto al Valor Agregado y 

además no considera el Aporte Personal al Instituto Ecuatoriano de seguridad 

Social (IESS) en el caso de los padres o alimentantes dependientes. 

 

Es necesario establecer que cuando se produce el alza del salario básico 

unificado, en el pais, el Juez debe automáticamente disponer esta alza a favor 

de los titulares del derecho de alimentos, sin necesidad de acción alguna. 
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La Inflación 

 

La inflación según el portal del Banco Central del Ecuador es medida 

estadísticamente a través del Índice de Precios al Consumidor del Área Urbana 

(IPCU), a partir de una canasta de bienes y servicios demandados por los 

consumidores de estratos medios y bajos, establecida a través de una 

encuesta de hogares. 

 

La evidencia empírica señala que inflaciones sostenidas han estado 

acompañadas por un rápido crecimiento de la cantidad de dinero, aunque 

también por elevados déficits fiscales, inconsistencia en la fijación de precios o 

elevaciones salariales, y resistencia a disminuir el ritmo de aumento de los 

precios (inercia). 

 

Una vez que la inflación se propaga, resulta difícil que se le pueda atribuir una 

causa bien definida. 

 

Respecto a lo que interesa al desarrollo de esta tesis, se puede determinar que 

la inflación es un factor muy importante que influye al momento de establecer la 

tabla de pensiones alimenticias, tanto en su aumento como disminución de la 

misma. 

 

Al investigar acerca de la influencia de la inflación en la fijación de la pensión 

alimenticia se encontró la siguiente información extraída de una página 

web:http://www.cinu.mx/noticias/la/disminuye-inflacion-alimentari/16 de mayo 

de 2011.  (Ver Anexo 2) 

 

 Subsidios y otros beneficios 

 

El articulo innumerado 16 del Título V del Derecho de Alimentos del 

Código de la Niñez y Adolescencia establece que: “Además de la pensión 
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de alimentos que recibe el alimentado del correspondiente alimentante, 

tiene derecho a percibir los siguientes beneficios adicionales: 

 

o Los subsidios legales o convencionales:  

 

Por carga familiar que reciba el demandado”.65 

 

En este caso puede ser el subsidio otorgado tanto por instituciones 

públicas como privadas por cada carga familiar, abarcando contratos 

individuales o colectivos de trabajo.  El titular del derecho de alimentos 

o su representante legal no necesita pedir en la demanda, si a lo largo 

del juicio se comprueba que tiene derecho, el Juez debe ordenar ese 

pago. 

 

Este rubro no ha sido modificado sustancialmente en esta ley 

reformatoria, puesto que en el Código de la Niñez y Adolescencia del 

2003 ya se establecía este subsidio. 

 

o De las décimas tercera y cuarta remuneraciones adicionales:  

 

La Ley Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos en el artículo 

mencionado anteriormente en el numeral 2do reza: “Dos pensiones 

alimenticias adicionales que se pagarán en los meses de septiembre y 

diciembre de cada año para las provincias del régimen educativo de la 

Sierra y en los meses de abril y diciembre para las provincias del 

régimen educativo de la Costa y Galápagos.  El pago de las pensiones 

adicionales se realizará aunque el demandado no trabaje bajo relación 

de dependencia.” 66 

 

                                                 
65 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.36. 
66 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.36. 
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Cuando las remuneraciones adicionales tengan un monto variable 

según los ingresos del trabajador, o el obligado no trabaje bajo relación 

de dependencia, dicha remuneración adicional será igual al monto 

señalado por el Juez competente.  En todas las instituciones del sector 

público existe un bono adicional que se paga cada dos o tres meses y 

de acuerdo a esta regla, el alimentante deberá pagar una pensión de 

asistencia alimentaria adicional igual de la que sea beneficiario el 

alimentario.  Y en los casos de aquellos obligados que no trabajan bajo 

relación de dependencia o si sus ingresos son variables, la pensión 

alimenticia igualmente será la establecida previamente por el juez. 

 

El tercer numeral ibídem dice: “El 5% del monto de las utilidades 

legales recibidas por el prestador de alimentos por cargas familiares, 

que deberá prorratearse entre todos quienes tengan derecho a pensión 

de alimentos, cuando tenga derecho a dichas utilidades”.67 

 

Antes de la expedición de la Ley Reformatoria al Título V del Derecho 

de Alimentos del Código de la Niñez y Adolescencia, en el anterior 

Código de la Niñez y Adolescencia el legislador ecuatoriano no precisó 

el porcentaje porque de acuerdo a lo redactado se desconocía el monto 

adicional del cual se debía beneficiar al niño, niña y adolescente, 

actualmente gracias a esta Ley Reformatoria ya se obtiene un 

porcentaje establecido. 

 

Este beneficio del 5% del monto de utilidades legales recibidas por el 

alimentante por cargas familiares, deberá prorratearse entre todos los 

beneficiarios de la prestación alimenticia, siempre y cuando tengan 

derecho a dichas utilidades. 

 

Son convenientes estos subsidios o beneficios adicionales, pues en 

muchos casos al fijarse una pensión alimenticia provisional o definitiva 
                                                 
67 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.36. 
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no se toma en cuenta todos los ingresos extras que recibe el 

alimentante. 

 

Es preciso indicar que en el Código de la Niñez y Adolescencia del 

2003, además de los subsidios o beneficios adicionales mencionados, 

estaba incorporado el derecho al 5% del fondo de cesantía por cada 

titular del derecho de alimentos, el cual es otorgado al trabajador 

cuando deja en forma definitiva de trabajar en una empresa.  A pesar 

de no estar contemplado este derecho en las últimas reformas al Título 

V del Derecho de Alimentos del Código de la Niñez y Adolescencia se 

considera, que esta sobreentendido y por lo tanto los titulares del 

derecho de alimentos pueden gozar del mismo. 

 

o De la mora en el pago de las pensiones. 

 

Algunos tratadistas sostienen que el “Derecho de Alimentos” se 

diferencia evidentemente de la definición de “las pensiones 

alimenticias”, junto a ello existe otra variable que son “las pensiones 

adeudadas y no recaudadas”. 

 

En efecto, el primero ha sido definido en el primer capítulo y en breves 

líneas se puede decir que es la facultad exclusiva y personalísima de 

un individuo para exigir la ayuda necesaria que en el futuro le permita 

vivir.  Mientras que las pensiones alimenticias, son la determinación de 

esa exigencia, que se hizo efectiva “a través de la sentencia”, y por 

supuesto que esto significa que se encuentra probado el derecho ante 

los jueces competentes. 

 

La resolución que fije una pensión alimenticia, aunque tiene el carácter 

de ser provisional, sin embargo dado el tiempo de sustanciación de los 

juicios hasta que se haga efectiva la resolución, deben pagarse desde 

el momento de la citación de la demanda en el juicio verbal sumario; y 
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en ello se puede entrever que existen pensiones alimenticias 

atrasadas, o ser tambien el caso de que estas no han sido pagadas por 

el alimentante y este se encuentra adeudando, lo que implica que el 

monto de la deuda alimenticia se va incrementando mes a mes.  En 

este suceso si no se cancelan, quedan adeudadas y se dictan algunas 

medidas de carácter cautelar a las que se denominan los apremios. 

 

▪ Del incumplimiento de dos o más pensiones alimenticias 

 

Por otro lado en el procedimiento especial establecido en las 

reformas del Título V del Derecho de Alimentos Libro II del Código 

de la Niñez y Adolescencia, se trata al incumplimiento de lo 

adeudado al manifestar: 

 

Art. Innumerado 20.- Incumplimiento de lo adeudado.- En caso de 
incumplimiento en el pago de dos o más pensiones alimenticias sean 
o no sucesivas, el Juez/a dispondrá la prohibición de salida del pais 
del deudor/a y su incorporación en el registro de deudores que el 
Consejo de la Judicatura establecerá para el efecto.  El registro de 
deudores de la jurisdicción que corresponda se publicará en la página 
Web del Consejo de la Judicatura y este a su vez remitirá el listado a 
la Superintendencia de Bancos y Seguros para la incorporación de 
los deudores en el Sistema de Registro o Central de Riesgos.68 

 

Se puede visualizar que para el cobro de las pensiones atrasadas y 

adeudadas, ya no se necesitan que éstas sean consecutivas.  

Sucede en la práctica que algunos obligados alimentantes no 

cumplen con las obligaciones de cancelar las mensualidades que 

corresponde a los subsidios y otros beneficios adicionales (décimos 

sueldos); de igual manera por estos mismos rubros que por años no 

han sido cancelados ni recaudados. 

 

Igualmente la Convención de los Derechos del Niño en el artículo 27 

numeral 4 establece: “Los Estados Partes, tomarán todas las 

                                                 
68 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.37. 
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medidas apropiadas para asegurar el pago de la pensión alimenticia 

por parte de los padres u otras personas que tengan la 

responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado 

Parte como si viven en el extranjero.  En particular, cuando la 

persona que tenga la responsabilidad financiera por el niño resida en 

un Estado diferente de aquel en que resida el niño, los Estados 

Partes promoverán la adhesión a los Convenios Internacionales o la 

concertación de dichos convenios, así como la concertación de 

cualesquiera otros arreglos apropiados”.69 

 

Es decir, es exigible el cumplimiento de la obligación alimenticia 

tanto por la normativa nacional como la internacional, puesto que por 

todos los medios necesarios se debe satisfacer esta obligación, caso 

contrario los que incumplan con ella, deberán atenerse a las 

sanciones impuestas por el Estado. 

 

▪ Sanciones 

 

El articulo innumerado 21 de la Ley Reformatoria al Título V, Libro II 

del Código de la Niñez y Adolescencia publicada en el Registro 

Oficial No.  643, 28 de julio del 2009, establece las sanciones o 

inhabilidades que tienen los padres que adeuden dos o más 

pensiones de alimentos, mientras no cumplan con estas 

obligaciones vencidas no podrán: 

 

a) Ser candidato/a a cualquier dignidad de elección popular; 

 

b) Ocupar cargo público para el cual hubiere sido seleccionado/a 

en concurso público o por designación; 

 

                                                 
69 Recopilación de normativas de los niños y adolescentes.  (2006).  Quito: Gaceta Judicial de 

Junio 2006, pág.  20. 
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c) Enajenar bienes muebles o inmuebles, salvo que los beneficios 

sean directamente para el pago de alimentos adeudados, en 

cuyo caso se requerirá autorización judicial; y, 

 

d) Prestar garantías prendarias o hipotecarias.70 

 

Además de estas inhabilidades, la Ley Reformatoria al Título V del 

Derecho de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y 

Adolescencia en el art.  Innumerado 28, contempla otras sanciones 

que tienen relación con el progenitor que se encuentra en mora en el 

pago de la prestación de alimentos; ante lo cual, no podrá solicitar 

que se le entregue la patria potestad del hijo o hija beneficiario, pero 

si podrá ejercer el derecho de visitas regulado en el Código de la 

Niñez y Adolescencia. 

 

Al respecto el artículo innumerado 31 de la Ley Reformatoria al 

Título V del Derecho de Alimentos del Código de la Niñez y 

Adolescencia dice: “Interés por mora.- Se aplicará la tasa de interés 

por mora fijada por el Banco Central del Ecuador o el ente estatal 

encargado de hacerlo por cada día de retraso en el pago de la 

prestación de alimentos”.71 

 

Esto en concordancia con el Artículo 361 del Código Civil que dice: 

“El juez regulará la forma y cuantía en que hayan de prestarse los 

alimentos, y podrá disponer que se conviertan en los intereses de un 

capital que se consigne, a este efecto, en una caja de ahorros o en 

otro establecimiento análogo, y se restituya al alimentante o sus 

herederos luego que cese la obligación”.72 

                                                 
70 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.37 
71 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.38 
72 Código de la Niñez y Adolescencia, en Registro Oficial No.  737 de 3 de enero del 2003, pág.  

67. 
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Si los beneficios señalados para los niños, niñas y adolescentes, es 

decir las pensiones de alimentos se encontraran atrasadas y no han 

sido posibles recaudarlas, entramos al campo de las medidas 

cautelares. 

 

El artículo 727 del Código de Procedimiento Civil faculta al juez 

aplicar los apremios judiciales al expresar: “Si el alimentante no 

tuviere bienes raíces que aseguren el pago de la pensión alimenticia, 

el juez dispondrá, en cualquier estado de la causa, que dicho 

alimentante consigne una cantidad de dinero con cuyos réditos se 

pueda hacer el pago, según lo dispuesto en el Art. 361 del Código 

Civil, o cualquiera otras medidas que aseguren el pago de la 

pensión; y de lo resuelto a este respecto, no se concederá apelación 

sino en el efecto devolutivo”.73 

 

▪ Apremio Personal 

 

Como punto de partida cabe mencionar una definición de apremio 

para luego ir a su clasificación.  En efecto: “este no es otra cosa que 

el mandamiento del juez, en fuerza del cual se coacciona a uno a 

que haga o cumpla alguna cosa.  Es un auto o mandamiento judicial 

para que una de las partes cumpla lo requerido por el juez.  Es una 

medida cautelar que tiende a asegurar el cumplimiento de una 

obligación, previo decreto, pero en cuestión de alimentos lo que se 

quiere hacer es que el demandado pague la pensión que ha sido 

fijada por el juez y que se encuentra en mora, porque es una 

necesidad de supervivencia diaria”.74 

 

El artículo 924 del Código de Procedimiento Civil presenta una 

definición de los apremios al manifestar: “Apremios son las medidas 
                                                 
73 Código de Procedimiento Civil, en Registro Oficial Suplemento No.  58 de 12 de julio de 

2005, pág.  212. 
74 CEVALLOS, Patricio, Derecho de alimentos, Filiación, Paternidad, Primera edición, Quito: 

ISBN, 2009, pág.  92 y 93. 
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coercitivas de que se vale un juez o tribunal para que sean 

obedecidas sus providencias por las personas que no cumplen 

dentro de los términos respectivos”.75 

 

Anteriormente se aplicaba en la normativa del Código de la Niñez y 

Adolescencia un apremio teóricamente llamado Apremio Judicial, el 

cual doctrinariamente debe proceder una vez que la sentencia este 

en “firme”.  ¿Acaso la pensión provisional fijada en la calificación de 

la demanda es un acto que queda firme? No necesariamente, pero 

causa preclusión y ello da carácter de auto en el que se fija una 

pensión alimenticia, y puede decretarse en cualquier estado del 

juicio. 

 

Los apremios en su sentido lato significan: premura, urgencias, 

necesidades, aprietos, coacciones, emergencias.  Suelen 

llamarse técnicamente medidas cautelares o preventivas; en 

atención a lo señalado antes son medidas judiciales a tomarse por el 

no pago de pensiones alimenticias.  Pueden clasificarse 

doctrinariamente en: 

 

a) Medidas de Apremio Real; (recaen en el patrimonio o sobre los 

bienes muebles e inmuebles, frutos del deudor) y; 

 

b) Medidas de apremio personal.  (Medidas aflictivas o privativas 

de libertad). 

 

El apremio personal ha existido siempre como una forma de 
exigencia judicial en el pago de las pensiones alimenticias.  
Lamentablemente en la mayoría de los casos, toca recurrir a esta 
medida coercitiva con el fin de que el alimentante – ya que 
voluntariamente no ha cumplido con la obligación-, la cumpla por la 

                                                 
75 Código de Procedimiento Civil, en Registro Oficial Suplemento No.  58 de 12 de julio de 

2005, pág.  262. 
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amenaza de su privación de la libertad y en otros casos extremos 
obtener la misma.76 

 

Hay apremio personal cuando las medidas coercitivas se emplean 

para exigir a las personas a que cumplan, por sí, con las órdenes del 

Juez; las cuales se aplican como medida restrictiva de la libertad del 

alimentario.  Los apremios se ejecutarán por la policía judicial, sin el 

menor retardo y sin admitir solicitud alguna. 

 

El Código de la Niñez y Adolescencia menciona en el artículo 

innnumerado 22 al apremio personal.  Este apremio procede cuando 

el alimentario/a se encuentra en mora de dos o más pensiones de 

alimentos.  Si tal obligación no ha sido satisfecha, la podrá ordenar 

por 30 días y la prohibición de salida del país.  En caso de 

reincidencia se extenderá por 60 días hasta un máximo de 80 días.  

Apremio personal que puede extenderse a los obligados 

subsidiarios. 

 

Efectivamente se corrobora lo dicho con la siguiente norma: 

 

Art. Innumerado 22: Apremio Personal.- En caso de que el padre o 
madre incumpla el pago de dos o más pensiones alimenticias, el 
Juez/a a petición de parte y previa constatación mediante la 
certificación de la respectiva entidad financiera o del no pago, y 
dispondrá el apremio personal hasta 30 días y la prohibición de salida 
del país.  En caso de reincidencia el apremio personal se extenderá 
por 60 días y hasta por un máximo de 180 días.77 

 

En la práctica el alimentante se escondía, ocultaba, desaparecía, sin 

querer enfrentar la obligación alimenticia volviéndose en un derecho 

que no podía hacerse efectivo.  Al respecto aunque la anterior 

codificación a la del 2003 ya había resuelto este inconveniente, sin 

                                                 
76 ALBÁN, Fernando, Derecho de la Niñez y Adolescencia, Quito: GEMAGRAFIC, 2003, pág.  

163. 
77 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.  37. 
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embargo ahora con la Ley Reformatoria del Título V Del Derecho de 

Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia es más 

explícita al manifestar en el segundo inciso del artículo innumerado 

22: 

 

“En la misma resolución en la que se ordene la privación de libertad, 

el Juez/a ordenará el allanamiento del lugar en el que se encuentre 

el deudor, siempre y cuando preceda la declaración juramentada 

sobre el ocultamiento del obligado/s, por parte de quien solicita dicha 

medida.”78 

 

El fundamento del criterio para dictar la orden de allanamiento es la 

convicción de la razón o información que emite la entidad financiera, 

cuyo requisito es solamente la existencia de dos o más pensiones 

atrasadas.  Pagada la totalidad de las pensiones adeudadas y los 

gastos causados por el apremio, el Juez dispondrá la libertad 

inmediata del obligado. 

 

Es importante señalar que los alimentos que se deben por ley son 

concedidos para toda la vida del beneficiario, siempre y cuando 

subsistan las circunstancias que dieron lugar a la legitimación de la 

demanda.  Por lo tanto, si las condiciones de uno u otro cambian con 

el transcurso de los años, es posible pedir una revisión de la 

prestación alimenticia. 

 

Al realizar este subcapítulo, se encontró varias noticias, información 

al respecto de la polémica surgida por la Ley Reformatoria al Título V 

del Derecho de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y 

Adolescencia en lo concerniente al apremio personal aplicada a los 

obligados subsidiarios más concretamente a los abuelos de los 

niños, niñas y adolescentes, por el pago de la prestación alimenticia.  
                                                 
78 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.  37. 
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Por tal razón la Asambleísta Betty Amores ha planteado una reforma 

para solucionar dicha polémica, y manifestó:“manteniendo la visión 

garantista de derechos de todos los ciudadanos/as, en especial de la 

población de protección vulnerable y el principio constitucional de 

interés superior del niño/a, la reforma que se plantea establece que 

en el caso de los abuelos/as u otros parientes obligados, mayores de 

65 años de edad, los jueces competentes, previo a resolver sobre el 

pago de la pensión alimenticia o apremio personal dispondrán la 

realización de una investigación médico social que determine 

su capacidad económica y su estado de salud física y mental”. 

 

De concluir el estudio que dichos obligados subsidiarios carecen de 

los medios económicos para contribuir o asumir la obligación 

alimentaria, o que se encuentran en un estado de salud física o 

mental que los inhabilita, así lo declarará en su resolución y en tal 

virtud ordenará que la prestación de alimentos sea pagada o 

completada por uno o más de los siguientes obligados subsidiarios, 

en atención a su capacidad económica y siempre y cuando no sufran 

alguna condición física o económica que los inhabilite. 

 

Resulta adecuado en este subcapítulo mencionar a las: 

 

MEDIDAS DE CARÁCTER PERSONAL POR INCUMPLIMIENTO 

DE ALIMENTOS EN ACUERDOS CONCILIATORIOS. 

 

El articulo innumerado 23 de la Ley Reformatoria al Título V del 

Derecho de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y 

Adolescencia admite que la medida de apremio personal “se 

extiende aun para los demás obligados”, en incumplimiento al pago 

de la obligación impuesta por el juez en cuyo caso podemos 

encontrarnos en el evento que la pensión haya sido fijada mediante 

acta transaccional en cualquier Centro de Mediación Familiar cuyo 
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efecto jurídico pasa por autoridad de cosa juzgada”.  Por tanto la 

norma que corresponde al Art.  Innumerado 22 ibídem que menciona 

al apremio personal, ya citada en su último inciso arguye respecto de 

este procedimiento refiriéndose a los acuerdos conciliatorios al 

manifestar: 

 

“Similar procedimiento se cumplirá cuando el obligado haya dejado 

de pagar dos o más obligaciones asumidas mediante acuerdos 

conciliatorios”.79 

 

El artículo 294 del Código de la Niñez y Adolescencia publicada en 

el Registro oficial No. 737 de 3 de Enero de 2003, ya recogía a la 

mediación en el Libro III, Titulo XI Titulado: “La Mediación” 

 

Al efecto, es necesario entender que la figura de la mediación en la 

institucionalidad de los alimentos es un apoyo a los alimentantes. 

 

“Art. 294.- Casos en que procede.- La mediación procederá en todas 

las materias transigibles siempre que no vulneren derechos 

irrenunciables de la niñez y la adolescencia”.80 

 

¿Dónde procede la Mediación? ¿Ante el abogado que firma una acta 

transaccional de carácter extrajudicial o privada? 

 

El art. 295 del Código de la Niñez y Adolescencia es específico en 

dar la formalidad que se quiere para poner en práctica la mediación: 

 

                                                 
79 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.37. 
80 Código de la Niñez y Adolescencia, en Registro Oficial No.  737 de 3 de enero del 2003, pág.  

163. 
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“Art.  295.- Reglas especiales.- Se llevará a cabo ante un Centro de 

Mediación de los señalados en el artículo siguiente.  Los interesados 

podrán intervenir personalmente o por medio de apoderados. 

 

Se oirá la opinión del niño, niña o adolescente que esté en 

condiciones de expresarla”.81 

 

▪ Otras medidas Cautelares 

 

Entre ellas tenemos los apremios reales, que son aquellos que 

operan cuando la orden judicial ha de cumplirse aprehendiendo las 

cosas o ejecutando los hechos a que ella se refiere.  Así dispone la 

última parte del Art.  940 del Código de Procedimiento Civil.  El 

apremio se lo ejecuta a través del embargo y retención. 

 

Embargo.- Es parte del apremio real por el cual el moroso de la 

prestación alimenticia al incumplir con el mandamiento de pago 

dictado por el Juez competente, dispone la aprehensión de bienes 

raíces o muebles entregándolos al depositario judicial quedando a 

disposición de éste. 

 

Se la puede solicitar en cualquier estado de la causa según lo que 

establece el artículo 897 del C.P.C: 

 

“Puede una persona, antes de presentar su demanda y en cualquier 

estado del juicio, pedir el secuestro o la retención de la cosa sobre 

que se va a litigar o se litiga, o de bienes que aseguren el crédito”.82 

 

                                                 
81 Código de la Niñez y Adolescencia, en Registro Oficial No.  737 de 3 de enero del 2003, 

págs.  163 y 164. 
82 Código de Procedimiento Civil, en Registro Oficial Suplemento No.  58 de 12 de julio de 

2005, pág.  255. 
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Los artículos 898, 900 y 913 del Código de Procedimiento Civil 

señalan a: 

 

a) El secuestro: puede tener lugar en todos los bienes muebles 

del deudor y que sean considerados inclusive como suntuosos. 

 

b) La retención: que puede pedirse al juez de primera instancia.  

Procede notificando a la persona en cuyo poder estén los 

bienes que se retengan, para que ésta, bajo su 

responsabilidad, no pueda entregarlos sin orden judicial. 

 

“Se entenderá que la persona en cuyo poder se ordena la retención, 

queda responsable, sino reclama dentro de tres días.  Si el tenedor 

de los bienes se excusa de retenerlos, los pondrán a disposición del 

juez, quien a su vez ordenará que los reciba el depositario”.83 

 

Por lo general, la retención es un tipo de embargo que recae sobre 

dinero depositado en alguna institución financiera del pais. 

 

Esta medida puede verificarse en las rentas, créditos o bienes que 

tenga el deudor en poder de un tercero inclusive, en la tesorería u 

otras oficinas públicas (Art.  907 C.P.C); y 

 

c) Prohibición de enajenar los bienes raíces del deudor para que 

no los enajene: en este caso se notificará al Registrador de la 

Propiedad.  Mientras subsista la inscripción no podrá enajenar, 

ni hipotecarlos, ni imponerse en fin gravamen alguno.  (Art.  

900 C.PC.) 

 

d) El Arraigo: Prohibición de ausentarse del territorio 

nacional para el extranjero; se aplicaba fundamentalmente al 
                                                 
83 ALBÁN, Fernando, Derecho de la Niñez y Adolescencia, Quito: GEMAGRAFIC, 2003, pág.  

165. 
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extranjero y con la condición de que este no tenga bienes 

raíces, pero ahora se aplican inclusive a los mismos nacionales 

para garantizar el pago de las pensiones alimenticias. 

 

Con lo enunciado anteriormente esta en concordancia el Artículo 

innumerado 26 de la Ley Reformatoria al Título V del Derecho de 

Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia que 

expresa: 

 

“MEDIDAS CAUTELARES REALES.-Para asegurar el pago de la 

prestación de alimentos, el Juez podrá decretar cualquiera de los 

apremios reales contemplados en el Código de Procedimiento 

Civil”.84 

 

Disposición que de alguna manera constituye parte de normas 

supletorias a esta ley orgánica. 

 

El Dr. Patricio Cevallos nos menciona algunos requisitos que se 

necesitan al solicitarse el secuestro o retención y estos son: 

 

1. Que se justifique con pruebas instrumentales la existencia del 

crédito.  En la práctica, generalmente el decreto o el informe de 

que el alimentante no ha cancelado las pensiones alimenticias 

y que se encuentra atrasado es suficiente prueba para justificar 

el crédito, que constará en autos o dentro del expediente que 

contiene las actuaciones judiciales; 

 

2. Prueba de que los bienes del deudor se hallan en tal mal 

estado, que no alcanzaran a cubrir la deuda o que puedan 

                                                 
84 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.38. 
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desaparecer u ocultarse, o que el deudor trata de 

enajenarlos.85 

 

Las sanciones e inhabilidades no cesarán sino de acuerdo a lo que 

dispone el articulo innumerado 27 de la Ley Reformatoria del Libro V 

del Derecho de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y 

Adolescencia: CESACIÓN DE LOS APREMIOS.- “La prohibición de 

salida del pais y el apremio personal a los que se refieren los 

artículos anteriores podrán cesar si el obligado rinde garantía real o 

personal estimada suficiente por el Juez/a.  En el caso de garantía 

personal.  El garante o fiador estará sujeto a las mismas 

responsabilidades y podrá ser sometido a los mismos apremios que 

el deudor principal”.86 

 

Según la aplicación del artículo 29 innumerado de la Ley 

Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos, Libro II del 

Código de la Niñez y Adolescencia, se puede evidenciar que los 

apremios se pueden realizar en la forma y condición antes 

mencionada. 

 

Debido a que la norma en mención se pronuncia respecto de la 

aplicación inmediata y superior en otros asuntos cuando expresa: 

 

Aplicación de estas normas en otros juicios.- Dentro de los juicios o 

procesos por violencia intrafamiliar, reclamación de la filiación, 

separación de bienes, divorcio y en general, en cualquier otro 

procedimiento en el que la ley contemple expresamente la 

posibilidad de solicitar alimentos a favor de niños, niñas y 

                                                 
85 CEVALLOS, Patricio, Derecho de alimentos, Filiación, Paternidad, Primera edición, Quito: 

ISBN, 2009, pág.  100. 
86 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.38. 



 

 

74

adolescentes, se aplicaran obligatoriamente las normas establecidas 

en la presente Ley.87 

 

De lo observado se concluye, que de manera obligatoria deben 

aplicarse todas las disposiciones expresadas en el Código de la 

Niñez y Adolescencia concernientes a los alimentos, apremios y 

sanciones establecidas. 

 

 

                                                 
87 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.38. 
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CAPITULO V 

 

5 DEL PROCEDIMIENTO PARA LA FIJACION Y COBRO DEL 

DERECHO DE ALIMENTOS 

 

5.1 GENERALIDADES 

 

Considero necesario realizar un breve análisis de lo que constituye la 

jurisdicción y competencia. 

 

El Código de Procedimiento Civil en el artículo 1º, inciso 1ero.  reza: “ La 

Jurisdicción, consiste en la potestad publica de juzgar y hacer ejecutar lo 

juzgado en una materia determinada, potestad que corresponde a los 

tribunales y jueces establecidos por las leyes”.88 

 

Lo que conduce a determinar que la jurisdicción es la atribución, mandato, que 

tienen los jueces y tribunales para conocer y fallar en asuntos sometidos a su 

consideración; y en el caso de los alimentos a los jueces civiles, juzgados de la 

Familia, Niñez y Adolescencia, a una de las Salas especializadas de la Corte 

Provincial respectiva. 

 

El artículo 225 del Código de la Niñez y Adolescencia establece la especialidad 

de la administración de justicia constituida por los Juzgados de la Niñez y 

Adolescencia, que luego de las reformas del 28 de julio del 2009, se 

denominarán: Juzgados de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia integrada a 

la Función Judicial. 

 

Precisamente los juzgados se llaman de la Familia, Mujer, Niñez y 

Adolescencia para que puedan conocer y resolver asuntos relacionados con la 
                                                 
88 Código de Procedimiento Civil, en Registro Oficial Suplemento No.  58 de 12 de julio de 

2005, pág.  2. 
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protección de los derechos y garantías de niños y adolescentes y en general se 

encarguen del Derecho de Familia. 

 

En cuanto a la competencia el mismo artículo del Código de Procedimiento 

Civil, en el 2do inciso expresa: “Competencia es la medida dentro de la cual la 

referida potestad está distribuida en los diversos tribunales y juzgados, por 

razón del territorio, de la materia, de las personas y de los grados.”89 

 

Con las definiciones expuestas, se tiene una visión más clara de la importancia 

que tiene el aspecto procesal, cuál es el rol de las partes, del juez, en la 

impugnación para reclamar un pensión alimenticia o el reconocimiento de la 

filiación, sea esta paterna o materna. 

 

“Es necesario, recordar brevemente que los Jueces de la Familia, Niñez y 

Adolescencia ejercen competencia privativa, porque se encargan del 

conocimiento de materias especiales (Art.  16 C.P.C).  Deducción lógica porque 

las resoluciones emanadas para la reclamación de alimentos son de 

competencia privativa al someterse a conocimiento de los Jueces de la Familia, 

Niñez y Adolescencia (Art.  271 C.N.A)” 90 

 

El Código de la Niñez y Adolescencia excluye a toda norma que puede tener 

relación con la generalidad y la excepcionalidad del fuero competente, ante el 

sentido general de que: 

 

“Toda persona tiene derecho para no ser demandada sino ante su juez 

competente” (Art.  24 C.P.C) o de que: “El juez del lugar donde tiene su 

domicilio el demandado, es el competente para conocer de las causas que 

contra éste se promuevan” (Art.  26 C.P.C)91 

                                                 
89 Código de Procedimiento Civil, en Registro Oficial Suplemento No.  58 de 12 de julio de 

2005, pág.  2. 
90 CEVALLOS, Patricio, Derecho de alimentos, Filiación, Paternidad, Primera edición, Quito: 

ISBN, 2009, pág.  120. 
91 Código de Procedimiento Civil, en Registro Oficial Suplemento No.  58 de 12 de julio de 

2005, pág.  9. 
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Cuando exista la posibilidad de realizar un incidente para aumento o 

disminución de la pensión alimenticia.  Los jueces según el Art.  Innumerado 42 

de la Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y 

Adolescencia, inciso 2do, deben aplicar una sola regla y considerar que: 

 

“Será competente para conocer este incidente el mismo Juez/a que fijo la 

pensión alimenticia salvo los casos de cambio de domicilio del alimentado”.92 

 

5.1.1 Del Procedimiento 

 

Es apropiado antes que nada, señalar una breve definición de lo que es el 

procedimiento en sí.  El Dr. Patricio Cevallos establece que: “es el conjunto de 

normas que señalan como debe desenvolverse el proceso y que debe ser 

respetado por el juez y las partes”.93 

 

Fines del Procedimiento: 

 

 Permite y facilita el desarrollo del juicio a través del correspondiente 

proceso. 

 

 Da certeza al Derecho (seguridad jurídica), las partes saben de antemano 

todos los trámites que deben realizar para plantear sus pretensiones. 

 

 Garantiza a los individuos una correcta administración de justicia.  No 

queda al arbitrio del juez la solución de la controversia. 

 

 Mantener un principio de igualdad.  El legislador debe dar igual 

oportunidades a las partes para plantear sus pretensiones.94 

 

                                                 
92 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.  40. 
93 CEVALLOS, Patricio, Derecho de alimentos, Filiación, Paternidad, Primera edición, Quito: 

ISBN, 2009, pág.  125. 
94 CEVALLOS, Patricio.  Ob.  Cit. 
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Cuando es un procedimiento sumario doctrinariamente sus características son: 

 

a) Se discute una sola pretensión. 

b) Las pruebas se presentan en el acto. 

c) Lo probado no beneficia a lo no probado. 

 

El juicio verbal sumario permite: 

 

 Acortar plazos, y reducir apelaciones interlocutorias y recursos; 

 

 Conceder al juez la dirección del proceso para repudiar actuaciones 

superfluas; 

 

 Suprimir formalidades innecesarias, respetando las esenciales, para 

averiguar la verdad; 

 

 Admitir las formalidades accidentales o accesorias de puro derecho 

positivo que sean útiles para una decisión justa; 

 

 Suprimir los actos que han sido impuestos con tanta generosidad y 

amplitud, buscando la economía procesal, la brevedad y la celeridad; 

 

d) Que el juez pueda cerrar audiencias y dictar sentencias cuando el asunto 

ha sido debidamente probado, sin mayores dilaciones.95 

 

En consideración a los principios de la administración de justicia que rigen a la 

Función Judicial, es conveniente mencionar al Principio de la Oralidad 

establecido en el articulo 168 numeral 6 de la Constitución de la Republica, 

normativa que pone énfasis en la aplicación de parámetros reales para la 

reclamación de una pensión alimenticia, cuyos principios serán aplicados de 

                                                 
95 CEVALLOS, Patricio, Derecho de alimentos, Filiación, Paternidad, Primera edición, Quito: 

ISBN, 2009, pág.  126. 
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manera eficaz, y más aun con el aparecimiento del procedimiento especial en 

el Código de la Niñez y Adolescencia. 

 

Art. 168 numeral 6 Constitución de la Republica del Ecuador.- “La 

sustanciación de los procesos en todas las materias, instancias, etapas y 

diligencias se llevara a cabo mediante el sistema oral, de acuerdo con los 

principios de concentración, contradicción y dispositivo”.96 

 

En concordancia tenemos al Art. 19 del Código Orgánico de la Función Judicial 

que establece: Principios Dispositivo, de Inmediación y Concentración.- “Todo 

proceso judicial se promueve por iniciativa de parte legitimada.  Las juezas y 

jueces resolverán de conformidad con lo fijado por las partes como objeto del 

proceso y en merito de las pruebas pedidas, ordenadas y actuadas de 

conformidad con la ley.” 

 

El Dr. Patricio Cevallos manifiesta lo siguiente: “Se distingue que la aplicación 

que rige el debido proceso, a la cual deben sujetarse las partes y los 

operadores de justicia, permite una justicia sin dilaciones, y en presencia del 

juzgador, esgrimir criterios jurídicos respecto de sus derechos.  En el mismo 

acto, hacer uso de la oportunidad de contradecir o defenderlos”.97 

 

El sistema oral tiene jerarquía constitucional, y gracias al apoyo de la técnica 

moderna, se ha desarrollado la audiencia, la retórica, la celeridad procesal, la 

contradicción, la inmediación.  Además cabe reconocer al Estado como un ente 

garantista de derechos; y la actitud activa e imparcial del juzgador dentro del 

proceso y su rol primordial para el desarrollo en los sistemas judiciales, en 

consideración a los principios que rigen el debido proceso. 

 

                                                 
96 Constitución de la República del Ecuador, en Registro Oficial No.  449 de 20 de octubre de 

2008, pág.  92. 
97 CEVALLOS, Patricio, Derecho de alimentos, Filiación, Paternidad, Primera edición, Quito: 

ISBN, 2009, pág.  128. 
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Según el tratadista Rodrigo Saltos el debido proceso en materia de menores 

se concreta en tres actos: 

 

El procedimiento contemplado en el Art. 271 del Código de la Niñez y 

Adolescencia que es único para casi todas las materias excepto, en la 

adopción y menor infractor, existen simplemente tres actos procesales 

importantes: 

 

1.- La citación.- que debe cumplirse de acuerdo con toda la normativa del 

Código de Procedimiento Civil; 

 

2.- La Audiencia de conciliación o contestación.- en la que las partes 

anuncian las pruebas o presentan las mismas, y; 

 

3.- La audiencia de prueba.- En la cual se reproducen las anunciadas y se 

practican las de testigos.-, confesiones judiciales o inspecciones, entre 

otros.  Al término de ellas, el Juez debe expedir la resolución dentro del 

término de cinco días después.98 

 

Cabe recalcar que los procesos de menores son reservados, no es posible 

difundir imágenes de menores, más aun, los juicios donde se tratan de 

situaciones muy personales e intimas del menor y sus padres, puesto que 

siempre se trata de proteger la intimidad del menor.  Los procesos de los 

menores no pueden ser públicos sino más bien debe existir por parte de las 

autoridades judiciales la debida reserva para estos casos. 

 

5.1.1.1 Anterior a la Reforma 

 

Antes de las reformas al Título V del Derecho de Alimentos, Libro II del Código 

de la Niñez y Adolescencia del 28 de julio de 2009, el Código de la Niñez y 

Adolescencia del 2003 no establecía en si un procedimiento para la fijación y 
                                                 
98 SALTOS, Rodrigo, El Derecho Especial de Menores y El Código de la Niñez y Adolescencia, 

Guayaquil: Editora Biblioteca Jurídica, 2009, pág.  52 
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cobro del derecho de alimentos, sino que se seguía el procedimiento 

contencioso general establecido a partir del Art.  271 y siguientes del cuerpo 

legal citado, el mismo que se lo resume de la siguiente manera: 

 

 Presentación de la demanda de alimentos, que deberá reunir los 

requisitos establecidos en el Art.  67 del Código de Procedimiento Civil. 

 

 Calificación de la demanda en la primera providencia judicial, el juez 

reúne los requisitos legales, caso contrario ordenara completarla como lo 

disponen los Arts.  67 y 69 del Código de Procedimiento Civil. 

 

 Citación con la demanda al demandado. 

 

 Audiencia de conciliación y contestación a la demanda la que será 

conducida personalmente por el juez, quien la iniciará promoviendo entre 

las partes un arreglo conciliatorio, que de haberlo, será aprobado en la 

misma audiencia y pondrá término al juzgamiento sobre la prestación de 

alimentos. 

 

 Si no se lleva a cabo la conciliación, el Juez escuchará de inmediato las 

réplicas y contra réplicas de las partes, comenzando por la contestación 

del demandado, quien, luego del alegato del accionante, tendrá derecho a 

hacer una breve replica, y se oirá reservadamente la opinión del 

adolescente, necesariamente, o del niño o niña que esté en edad y 

condiciones de prestarlo.  En la misma audiencia se hará una fijación 

provisional sobre la pretensión del accionante, y antes de cerrar la 

audiencia, el Juez insistirá en una conciliación entre las partes. 

 

 Si en la audiencia no hay conciliación o existen hechos que deban 

probarse, se convocará a audiencia de prueba que deberá realizarse no 

antes de quince ni después de veinte días contados desde la fecha del 

señalamiento. 
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 Audiencia de prueba el actor y demandado, en el mismo orden, 

presentaran los medios probatorios que hubieren sido oportunamente 

anunciados, comenzando con el examen de los testigos, que podrán ser 

interrogados por los defensores de ambas partes, y los informes técnicos, 

que deberán responder a las observaciones y solicitudes de aclaración o 

ampliación que aquellos les formulen. 

 

El secretario/a daba lectura resumida de los documentos agregados por las 

partes al proceso y de los oficios e informes recibidos. 

 

Las declaraciones de los testigos eran receptadas oralmente, es decir los 

interrogatorios de los abogados defensores se hacían directamente a los 

testigos, peritos y contraparte, sin necesidad de intermediación del Juez, que 

sólo podrá objetar, de oficio o a petición de parte, las preguntas que 

consideraba inconstitucionales, irrespetuosas o impertinentes respecto del 

enjuiciamiento. 

 

Concluida la prueba, los defensores, comenzando por el actor, podían exponer 

sus alegatos sobre las pruebas rendidas.  Esta audiencia podía diferirse por 

una sola vez, y hasta cinco días hábiles a petición de cualquiera de las partes. 

 

Este procedimiento contencioso general no podía durar más de cincuenta días 

contados a partir de la citación de la demanda. 

 

5.1.1.2 Indicado en la Reforma 

 

A diferencia de lo señalado en el subcapítulo 5.2.1, con las reformas al Título V 

del Derecho de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia, 

publicada en el R.O No.  642 del 28 de julio de 2009, los asambleístas han 

introducido un procedimiento de Audiencia Única, el cual es un gran avance 

para mejorar la celeridad, agilidad, eficacia y eficiencia para el tramite, que se 

realiza para la fijación de la pensión alimenticia, pues se debe resolver 
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rápidamente los casos de los niños, niñas y adolescentes que prevalecen sobre 

los demás sujetos de derecho, atendiendo de esta manera al interés superior 

del niño establecido tanto en normas internacionales como nacionales. 

 

5.1.1.3 De la Demanda 

 

En el artículo innumerado 34 de la Ley Reformatoria al Título V del Derecho de 

Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia, establece la forma 

de presentar la demanda: 

 

 La demanda la presenta el titular del derecho de alimentos por escrito en 

el lugar de su domicilio en el formulario elaborado por el Consejo 

Nacional de la Judicatura, el cual debe contener los requisitos del art.  67 

del Código de Procedimiento Civil.  Además este formulario contiene una 

casilla judicial en la que el reclamante individualice los datos de los 

obligados subsidiarios de la prestación alimenticia acorde a lo establecido 

en el art.  Innumerado 5 del Título V del Derecho de Alimentos, Libro II del 

Código de la Niñez y Adolescencia.  Además: 

 

 Se señala casillero judicial o la dirección de correo electrónico donde 

debe ser notificado el actor. 

 

 Se anuncia la prueba del actor, en el propio formulario de demanda.  - 

Se justifica la relación de filiación y parentesco del reclamante, así 

como la condición económica del alimentante. 

 

 Se adjunta a la demanda los documentos que justifican la filiación y la 

condición económica del posible alimentante.  Si no se tiene se 

requerirá la orden judicial para obtenerlas mediante solicitud en el 

formulario de la propia demanda. 

 

 No podrá el actor solicitar otras pruebas, sin presentar anuncios de 

prueba, luego de presentada la demanda, así lo dispone el inciso tercero 
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del art.  Innnumerado 34 ibídem cuando dice: “…Se hará el anuncio de 

prueba que justifique la relación…”.  El demandado podrá realizar sus 

anuncios de prueba hasta 48h00 antes de la fecha fijada para la audiencia 

única.  Es decir los anuncios de prueba del actor y demandado, deberán 

cumplir estrictamente estos condicionamientos y términos, caso contrario 

se torna improcedente cualquier petición de formulación de anuncios de 

prueba, por lo tanto el juez las rechazará. 

 

5.1.1.4 Calificación a la Demanda 

 

Presentada la demanda, según lo establecido en el artículo innumerado 35 

ibídem, el juez la revisará si cumple con los requisitos de ley, si no la manda a 

aclarar o completar de conformidad con el art.  69 del Código de Procedimiento 

Civil, si esta completa la calificará dentro del término de dos días posteriores a 

su recepción.  En la misma providencia de calificación el juez fijará una 

pensión alimenticia provisional de acuerdo a la tabla de pensiones 

alimenticias analizada en el Capítulo IV de esta tesis. 

 

Citación al Demandado 

 

Las citaciones al demandado o demandados, se realizará en las formas 

previstas en el Código de Procedimiento Civil.  También puede realizarse ante 

un Notario Público, o por boleta única de citación que será entregada al 

demandado de ser necesario con el apoyo de un miembro de la fuerza pública, 

quien luego de citarlo por boleta única, sentará razón de la práctica de la 

citación y copia de la boleta entregada con la correspondiente razón la 

devolverá al juzgado para que exista constancia de la citación y así convocar a 

las partes a la Audiencia Única. 

 

En los casos que se desconozca el domicilio del demandado, y quien 

represente al derechohabiente carezca de recursos, para hacer la publicación 

de citación, el Consejo de la Judicatura realizara una sola publicación mensual 
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en un periódico de mayor circulación nacional, pudiendo el Consejo de la 

Judicatura solicitar la devolución de lo pagado cuando el citado /a comparezca. 

 

Por otro lado, así como el actor en su demanda debe señalar casillero judicial, 

o dirección del correo electrónico para las notificaciones que le corresponda; de 

conformidad a lo dispuesto en el art.  Innumerado 36 del Título V del Derecho 

de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia, que dice: “El 

demandado en su comparecencia deberá proporcionar obligatoriamente su 

dirección electrónica, a efectos de que se le asigne su clave de acceso.  Las 

notificaciones que emanen del proceso se harán en el casillero judicial o en las 

direcciones electrónicas señaladas, por las partes.  El juez/a mantendrá las 

constancias escritas del envío de las notificaciones, debidamente certificadas 

por el Secretario”.99 

 

Se dispondrá la citación del o de los demandados, bajo prevenciones de que si 

no comparecen se procederá en rebeldía.  Además en la misma providencia de 

calificación se convocará a la audiencia única, la que será fijada dentro del 

término de diez días contados desde la fecha de citación de la demanda. 

 

Por estos motivos no se fija la fecha de la Audiencia única en la calificación de 

la demanda, sino cuando se confirme que el demandado está citado 

legalmente con la razón actuarial para evitar la nulidad procesal. 

 

Desde el día de la citación corre el termino de diez días para fijar la Audiencia 

Única que por lo general debe fijarse para los últimos días del término, para así 

permitir a las partes que los anuncios de prueba sean despachados y recibidos 

oportunamente y hacerlos valer en la Audiencia Única, caso contrario quedaran 

en simples anuncios de prueba. 

 

                                                 
99 Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  R.O No.  643 de 

28 de julio del 2009, pág.  39 
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5.1.1.5 Audiencia Única 

 

Con la Ley Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos, Libro II del 

Código de la Niñez y Adolescencia en el Art.  Innumerado 37 se establece la 

AUDIENCIA ÚNICA.  El Juez conducirá la audiencia.  El juez informará a las 

partes sobre las normas que rigen la fijación de las pensiones alimenticias, 

subsidios y beneficios y su cumplimiento.  La audiencia comenzará con la 

información al demandado sobre la obligación que tiene de proveer los 

alimentos, para cubrir las necesidades señaladas en el Art.  Innumerado 2 

ibídem, que incluyen: 

 

1.- Alimentación nutritiva, equilibrada y suficiente; 

2.- Salud integral, prevención, atención médica y provisión de medicinas; 

3.-Educación; 

4.-Cuidado; 

5.- Vestuario adecuado; 

6.- Vivienda segura, higiénica y dotada de los servicios básicos; 

7.- Transporte; 

8.- Cultura, recreación y deportes; y, 

9.- Rehabilitación y ayudas técnicas si el derechohabiente tuviere alguna 

discapacidad temporal o definitiva; 

 

Y la obligación moral tienen los padres de brindar a sus hijos cuidados y 

afectos. 

 

Además el Juez informará al demandado sobre la obligación de señalar 

casillero judicial o dirección de correo electrónico para sus notificaciones y los 

posibles incumplimientos de estas obligaciones y consecuencias de las 

mismas.  Todas estas indicaciones no constituyen prevaricato para el Juez. 

 

El art.  Innumerado 2 ibídem, dice: “… El juez informará a las partes…”; lo que 

quiere decir, que es obligación de las partes estar presentes en la audiencia, 
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caso contrario deberán las partes estar representadas por un abogado con 

poder de procuración judicial, amplio y suficiente para, de ser el caso; poder 

transigir.  Si el abogado asiste solo ofreciendo poder o ratificación de gestiones, 

corre el riesgo que no le ratifiquen las gestiones hechas por él en la Audiencia y 

podría ser declarado el abogado como falso procurador. 

 

Con las consideraciones hechas anteriormente el Juez dispondrá que el 

demandado conteste la demanda y luego procurará una Conciliación entre las 

partes y de obtenerla fijará una pensión definitiva mediante auto resolutorio, el 

cual podrá ser revisado. 

 

Si no se logra un acuerdo entre las partes, continuará la Audiencia con la 

evaluación de las pruebas y en la misma audiencia el juez fijará la pensión 

definitiva. 

 

Si en esta audiencia el obligado negare la filiación, el juez ordenará la 

realización de la prueba del ADN, y suspenderá la Audiencia por el término de 

veinte días, transcurridos los cuales y con los resultados de las pruebas 

practicadas resolverá sobre la fijación de la pensión alimenticia definitiva y 

sobre la relación de filiación. 

 

Es importante señalar dentro de este subcapítulo que la Audiencia Única podrá 

diferirse por una sola vez, por el término de tres días siempre que en el escrito 

de petición correspondiente, conste el mutuo acuerdo entre las partes, así lo 

establece el Art.  Innumerado 38 de la Ley Reformatoria al Título V del Derecho 

de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia.  Antes de las 

reformas, el diferimiento de la audiencia, en el procedimiento contencioso 

general establecido en el Art.  276 del Código de la Niñez y Adolescencia era a 

petición de cualquiera de las partes y podía hacerse por una sola vez y hasta 

por cinco días; es decir, se ha disminuido en esta Audiencia Única el termino a 

tres días, por lo que resulta más conveniente en cuanto a celeridad procesal. 
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Además es necesario considerar lo establecido en el inciso 5 del Art. 

Innumerado 37 de las reformas que dice: “Si las partes no comparecieren a la 

audiencia única convocada por el Juez/a, la resolución provisional se convertirá 

en resolución definitiva”. 

 

El término de resolución definitiva quiere indicar que con dicha resolución se 

concluye con la pretensión del actor, sin embargo eso no causa ejecutoria.  

Con esto lo que se ha querido establecer es que con el término definitivo 

concluye la pretensión planteada en la demanda. 

 

5.1.1.6 Resolución 

 

Las reformas ordenan: En la calificación de la demanda Art.  Innumerado 35 de 

la Ley Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos, Libro II del Código 

Orgánico de la Niñez y Adolescencia, el juez fijará una pensión alimenticia 

provisional de acuerdo a la tabla de pensiones, tomando en cuenta para 

cuantos hijos se reclama alimentos. 

 

En la Audiencia Única cuando hay acuerdo se fija una pensión definitiva y de 

igual forma, cuando no lo hay, se fija la pensión definitiva tomando en cuenta 

las pruebas que presente el demandado, y esta pretensión variará de acuerdo 

a las otras cargas familiares que presente el demandado y a los otros 

elementos, para ubicarlo en el nivel que le corresponde de acuerdo a la tabla 

de pensiones.  En el caso del presunto padre la resolución definitiva se la 

expide después de los resultados de la prueba del ADN. 

 

El art.  Innumerado 39 ibídem dice: “ En la audiencia única el juez dictará la 

resolución que fije la pensión definitiva de alimentos, subsidios y beneficios y la 

forma de pagarlos, el pago de costas judiciales, honorarios del abogado y todos 

los gastos que el actor o actora incurriere por falta de cumplimiento de la 

obligación por parte del alimentante.  Dentro de tres días las partes podrán 
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solicitar aclaración o ampliación de la resolución, pero no se podrá modificar el 

monto fijado de la prestación alimenticia”. 

 

5.1.1.7 Medios de Impugnación 

 

Dentro de los medios de impugnación el art.  innumerado 40 ibídem establece: 

“Si alguna de la partes no están de acuerdo con el auto resolutorio, podrá 

plantear el recurso de apelación ante la Corte Provincial de Justicia, dentro del 

término de tres días de haber sido notificado.  El escrito de apelación deberá 

contener los puntos a los que se contrae el recurso, sin este requisito la Corte 

lo tendrá por no interpuesto.  El recurso se lo concede con efecto devolutivo.  El 

expediente se enviará a la Corte después de cinco días de concedido el 

Recurso”.  Las demás providencias, incluido el auto resolutorio en el que exista 

acuerdo no son apelables. 

 

El Art. Innumerado 41 del cuerpo legal antes citado nos establece que recibido 

el proceso, la Sala de la Corte Provincial de Justicia, en base a los meritos que 

constan en el proceso pronunciará su resolución dentro del término de 10 días 

contados a partir de la recepción.  Concluida esta etapa la sala remitirá el 

proceso al Juez/a de primera instancia, en el término de 3 días. 

 

COMENTARIO 

 

Luego del análisis realizado a los dos procedimientos establecido en el Código 

de la Niñez y Adolescencia, es pertinente señalar que la Ley Reformatoria al 

Título V del Derecho de Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y 

Adolescencia, al implementar el procedimiento de Audiencia Única, el 

legislador, entendió que para los alimentos demandados, debe de resolverse 

en sentencia única, dando mayor agilidad, celeridad, eficiencia, eficacia para 

que puedan ser resueltos lo más rápido posible, puesto que se debe proteger 

por sobre todas las cosas al interés superior del niño como al derecho de 
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alimentos que constituye uno de los derechos más fundamentales para su 

subsistencia. 

 

Este procedimiento difiere con el procedimiento contencioso que establece el 

art.  271 del Código en referencia, en el cual existían dos audiencias: la 

audiencia de conciliación y contestación a la demanda y la audiencia de 

prueba.  Esto generaba que la defensa del demandado realice incidentes para 

retardar la pronta resolución del caso; con la reforma se ha evitado estas 

situaciones ya que el demandado en dicha audiencia deberá ceñirse a la 

prueba que anuncio y solicito que se practique, y el juez al termino de esta 

audiencia dictara su resolución que puede ser recurrida por las partes, si creen 

que la resolución afecta su intereses. 

 

5.1.1.8 Análisis de Casos desde la Demanda a Medios de Impugnación 

 

Causa de alimentos Nro. 743-10-LL Juzgado de la Familia, Mujer, Niñez y 

Adolescencia de Napo. 

 

Demandado: Juan Antonio Taipe Chanaluiza 

 

Demandante: Karlota Ximena Morales Velásquez 

 

Se presentó el formulario único para la demanda de alimentos, el 2 de agosto 

de 2010, que luego de calificarla se determinó que reúne los requisitos 

establecidos por la ley, se citó al demandado y se fijo día y hora para la 

audiencia única, en la cual es importante señalar que con este nuevo 

procedimiento para reclamar el derecho de alimentos en esta audiencia se 

realiza la etapa de prueba, en este caso se ha solicitado la confesión judicial 

del demandado.  Al efectuarse la audiencia única, el demandado reconoce 

voluntariamente como sus hijos a los menores: Joseph Anthony Morales 

Velásquez y Josselyn Lizbeth Morales Velásquez consecuentemente llevarán 

como nombres Joseph Anthony Taipe Morales y Josselyn Lizbeth Taipe 
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Morales Velásquez y propone la cantidad de treinta y tres dólares como 

pensión alimenticia por cada uno de los menores más los beneficios de ley, por 

su parte la demandante acepta el reconocimiento voluntario de paternidad del 

demandado y la cantidad propuesta por el demandado como pensión 

alimenticia por cada uno de los titulares del derecho de alimentos.  La jueza 

resolvió fijo en calidad de pensión alimenticia definitiva la cantidad de treinta y 

tres dólares, más los décimos tercero en igual valor y el decimo cuarto en la 

cantidad de sesenta dólares americanos por cada uno de sus hijos, que deberá 

pasar a partir del 02 de agosto del año 2010. 

 

Al analizar este caso, considero que la cantidad fijada como pensión alimenticia 

es adecuada, debido a que el sueldo que recibe el demandado es de ciento 

cincuenta dólares, por lo tanto está dentro del nivel uno de los parámetros de la 

tabla de pensiones alimenticias que en el año 2010 era de doscientos cuarenta 

dólares, además que no existió ningún obstáculo que dilate el transcurso de la 

causa, porque existió el reconocimiento voluntario de la paternidad del 

demandado protegiendo de esta manera el interés superior del niño reconocido 

tanto a nivel internacional como nacional y además la identidad como un 

principio superior establecido en el art.  45 de la Constitución de la República 

del Ecuador. 

 

Para mayor información ver anexos (3 al 29). 

 

Causa de alimentos Nro. 338-10-LL Juzgado de la Familia, Mujer, Niñez y 

Adolescencia de Napo. 

 

Demandado: Jaime Gerardo Ordóñez Muñoz 

 

Demandante: Rosa Elvira Carchi Alulema 

 

La actora presentó el formulario único para la demanda de declaratoria de 

paternidad y fijación de pensión alimenticia el 22 de abril del 2010, que fue 



 

 

92

calificada de clara, precisa y completa, por lo que se admite a trámite 

respectivo y al ser un caso en el cual el demandado se encuentra en otro país, 

el Juez de la Familia, Niñez y Adolescencia de Napo decretó fijar como pensión 

alimenticia provisional, la cantidad de cuarenta y tres dólares con treinta y ocho 

centavos, a favor de cada uno de sus hijos Estefany Jesenea, Cristofer 

Gerardo y Erika Jessica Ordoñez Carchi, mas los beneficios legales, a partir de 

la fecha de presentación de la demanda de conformidad con el Art.  

Innumerado 8 de la Ley Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos del 

Código de la Niñez y Adolescencia, (Art.  Innumerado 8), pues la obligación 

alimenticia del obligado principal se convierte en exigible desde la presentación 

de la demanda.  Al encontrarse el obligado principal en otro país en este caso 

en Estados Unidos, en la ciudad de Nueva York, el Juez envió el 

correspondiente exhorto al Cónsul del Ecuador en Nueva York y basándose en 

el Art.  Innumerado 19 ibídem, el Juez ordena que se considere la cuenta de 

ahorros Nro. 0680361268 del Banco Nacional de Fomento de Rosa Elvira 

Carchi Alulema para que el obligado principal deposite en dicha cuenta las 

pensiones alimenticias de los menores. 

 

Dentro del desarrollo de esta tesis, se ha dado seguimiento a esta causa, y se 

ha podido observar que a pesar de encontrarse el obligado en un país distinto 

al Ecuador, en el que viven los titulares del derecho de alimentos, el Estado ha 

cumplido con su deber de proteger los derechos de estos seres tan vulnerables 

en la sociedad, tomando todas las medidas necesarias e instituciones del 

Estado, competentes para determinados casos, respectivamente.  Además 

teniendo presente la normativa internacional como son: la Convención de 

Nueva York sobre obtención de alimentos en el extranjero del 29 de junio de 

1956 y ratificado y promulgada como ley por el Ecuador en el Registro Oficial 

No.  548 de 8 de mayo de 1974 y la Convención interamericana sobre 

obligaciones alimentarias de 15 de julio de 1989. 

 

En esta causa le correspondió al Consulado de Nueva York de los Estados 

Unidos de América localizar al obligado principal, y al analizar esta causa se 
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puede determinar que de parte del Estado existió la coacción hacia el obligado 

para exigirle que cumpla con la obligación alimenticia que tiene con los 

menores Estefany Jesenea, Cristofer Gerardo y Erika Jessica Ordoñez Carchi. 

 

Para mayor información ver anexos (30 al 49). 

 

Causa de alimentos Nro. 0693-11-A Juzgado de la Familia, Mujer, Niñez y 

Adolescencia de Napo. 

 

Demandado: Carlos Alberto Oñate Espinosa 

 

Carlos Alberto Oñate Aguirre 

 

Demandante: Paola Alexandra Almeida Rodríguez. 

 

Esta es una de las causas más comunes en materia de derecho de alimentos, 

puesto que, en la mayoría de casos el obligado principal no cuenta con los 

medios económicos para poder cumplir con la obligación alimenticia, por lo que 

para poder asegurar una subsistencia adecuada para los titulares del derecho 

de alimentos es necesario demandar conjuntamente con el obligado principal a 

los obligados subsidiarios, esto es tanto al abuelo, hermanos mayores de 21 

años y tíos. 

 

En este caso se demandó conjuntamente el cinco de julio del dos mil once al 

padre y al abuelo para garantizar el cumplimiento de la obligación alimenticia, 

pero posteriormente el obligado principal, solicito se excluya a su padre de la 

causa, pues él está asumiendo su obligación alimenticia para con su hija la 

menor Aleisha Paulina Oñate Almeida. 

 

La demanda fue calificada dentro de los parámetros que exige la ley, por lo que 

se aceptó a trámite. 

 



 

 

94

Se justificó la calidad de la accionante y el derecho de la beneficiaria, el Juez 

decretó fijar como pensión alimenticia provisional la suma de setenta y un 

dólares con ochenta centavos a partir del 5 de julio del 2011, mas el decimo 

tercero y decimo cuarto sueldo, que deberán ser depositados en la cuenta Nro.  

0350250565 del Banco Nacional de Fomento, cuyo titular es la actora Paola 

Alexandra Almeida Rodríguez, de conformidad con la normativa de la Ley 

Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos del Código de la Niñez y 

Adolescencia. 

 

Para mayor información ver anexos (50 al 62). 

 

5.1.1.9 Diferencias y Semejanzas entre los Dos Procedimientos 

 

Diferencias 

 

 En el procedimiento anterior (contencioso general), se presentaba la 

demanda elaborada por un abogado en libre ejercicio; luego de las 

reformas se exige que la demanda de alimentos se presente en un 

formulario elaborado por el Consejo de la Judicatura sin firma de 

abogado. 

 

 En el procedimiento anterior (contencioso general), la citación con la 

demanda se la realizaba según la forma prevista en el Código de 

Procedimiento Civil.  Luego de las reformas, en el art.  Innumerado 35 

inciso segundo de la Ley Reformatoria al Título V del Derecho de 

Alimentos, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia se lo puede 

hacer a más de la forma señalada en el Código de Procedimiento Civil, 

mediante notario público. 

 

 En el tramite anterior las notificaciones se realizan según las normas 

establecidas en el Código de Procedimiento Civil, con el procedimiento 

después de las reformas se utiliza también dicho proceder y la notificación 
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electrónica, es decir, el demandado debe obligatoriamente proporcionar 

su dirección electrónica. 

 

 En el trámite anterior había dos audiencias: audiencia de conciliación y 

contestación a la demanda y audiencia de prueba; mientras que en la Ley 

Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos Libro II del Código de 

la Niñez y Adolescencia existe una sola audiencia denominada audiencia 

única. 

 

 La pensión de alimentos con el procedimiento anterior fijaba el Juez de la 

Niñez y Adolescencia bajo su criterio y deducción; en el actual 

procedimiento, el Juez obligadamente tiene que fijar la pensión tomando 

en consideración las tablas que previamente han sido elaboradas por el 

Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia. 

 

 Antes de la reformas se podía apelar de la resolución que fije 

provisionalmente la pensión provisional de alimentos, posteriormente con 

Ley Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos Libro II del Código 

de la Niñez y Adolescencia no hay tal apelación. 

 

Semejanzas 

 

 Tanto el procedimiento contencioso general como el procedimiento 

establecido con la Ley Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos 

Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia se basan en el principio de 

oralidad, que otorga mayor celeridad en el trámite del proceso. 

 

 En ambos procedimientos se realiza la contestación de la demanda, la 

etapa probatoria y la resolución, aunque en el uno se realice en dos 

audiencias y en el otro en una sola. 
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CAPITULO VI 

 

6 CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

6.1 CONCLUSIONES 

 

 Debido a la Ley Reformatoria al Título V del Derecho de Alimentos, Libro 

II del Código de la Niñez y Adolescencia, el Consejo Nacional de la 

Judicatura elaboró un formato único de demandas de alimentos, logrando 

de esta manera mayor agilidad a los procesos de alimentos, puesto que, 

resulta más fácil para los accionantes simplemente llenar los espacios en 

blanco de dicho formato y luego del sorteo se conoce a que Juzgado ha 

correspondido el trámite. 

 

 En los casos en los que es difícil de localizar a los padres que están 

obligados a prestar alimentos a sus hijos, el Estado a través de sus 

instituciones como son los Consulados, Ministerio de Relaciones 

Exteriores, Comercio e Integración han logrado establecer su paradero y 

de esta forma obligarles a través de medidas coercitivas a que no evadan 

su responsabilidad y se obliguen a cumplir con la prestación alimenticia 

adecuada. 

 

 Las tablas de pensiones alimenticias mínimas fueron realizadas tomando 

en cuenta factores como la inflación y las condiciones socioeconómicas 

de los obligados lo cual resulta equitativo y proporcional de acuerdo a la 

profesión u ocupación del obligado.  De esta manera son distribuidos los 

porcentajes conforme a la edad y numero de alimentarios en el nivel que 

les corresponde y así garantizar un nivel de vida adecuado para los niños, 

niñas y adolescentes. 
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 Respecto a la sanción de prisión que constituye privación de libertad para 

los obligados subsidiarios, principalmente de los/as abuelos/as se ha 

llegado a la conclusión que es necesario una modificación a la Ley 

Reformatoria al Título V, Libro II del Código de la Niñez y Adolescencia la 

cual consta en el Registro Oficial No.  643 de martes, 28 de julio del 2009, 

y que elimina esta forma de sanción, puesto que se quebrantan los 

derechos de este grupo que es considerado como vulnerable en la 

sociedad. 

 

6.2 RECOMENDACIONES 

 

 Es necesario con respecto a los titulares del derecho de alimentos 

reformar la edad de 21 años como límite de las personas para ser 

amparadas por el Código de la Niñez y Adolescencia, porque en la 

realidad a esa edad la mayoría de alimentados no han terminado sus 

estudios universitarios ni poseen una profesión que les provea de 

recursos propios.  La mayoría de universidades ofertan carreras 

profesionales de tercer nivel en 10 semestres, esto es 5 años, a mas de 

que en la actualidad se requiere de alguna especialidad, sea un 

diplomado, masterado, o PHD con lo que en la realidad, recién a los 25 

años una persona estaría en capacidad de cubrir sus necesidades.  Por 

ello, debería extenderse el derecho de recibir alimentos, bajo ciertas 

condiciones. 
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PROPUESTA 

 

Que se reforme el numeral 2 del Art.  Innumerado 4 de la Ley Reformatoria al 

Título V del Derecho de alimentos, Libro II del Código de la Niñez y 

Adolescencia, por el siguiente inciso: 

 

“2.  Los adultos o adultas hasta la edad de 25 años, que demuestren que están 

cursando estudios en cualquier nivel educativo, inclusive estudios de cuarto 

nivel, que les impida o dificulte dedicarse a una actividad productiva y carezcan 

de recursos propios y suficientes.” 

 

Mientras la ley extienda mayor edad al beneficiario de los alimentos que cursan 

estudios en cualquier nivel, es viable esta reforma y al concederse se estima 

justo la situación de que puedan beneficiarse las personas adultas hasta los 25 

años, en todas las profesiones se tiende a la meritocracia, esto es, que la 

persona recién graduada de una institución de educación superior debe 

complementar sus estudios con maestrías o posgrados. 

 

 Se propone que el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e 

Integración lleve un mayor control sobre las personas que salen del pais, 

elaborando listas con datos personales, direcciones de vivienda y trabajo, 

accesibles al público que permitan localizar lo más pronto posible a los 

obligados principales de la prestación de alimentos. 

 

 Los abuelos y demás obligados subsidiarios deben ser responsables de la 

prestación alimenticia, cuando el obligado principal hubiere fallecido o 

este imposibilitado físicamente. 

 

 En los casos que los padres responsables de las pensiones estén en el 

extranjero, el mecanismo más correcto sería acudir al Consejo Nacional 

de la Niñez para que a través del cónsul del país donde se encuentre, se 

exija el pago.  Hay convenios internacionales en beneficio de la niñez que 
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respaldan esta posibilidad, pero las personas aún no conocen el 

mecanismo, y como hay que alimentar a los menores buscan el camino 

más corto, y reclaman al abuelo. 

 

PROPUESTA: 

 

Reformar el Art. 5 numeral 2.- Obligados a la prestación de alimentos.- 

 

1. Los abuelos/as; 

2. Los hermanos/as que hayan cumplido 21 años de edad y no estén 

comprendidos en el casos del numeral tres del artículo anterior; 

3. Los tíos/as, y, 

4. El Estado 

 

Los obligados subsidiarios serán responsables únicamente de la parte de 

la prestación impuesta por el juez para ellos.  En ningún caso serán 

sancionados con apremio personal, pero se podrá tomar todas las 

medidas necesarias y sanciones establecidas en este Código para 

asegurar el cumplimiento de su parte. 
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ANEXOS 



 

 

ANEXO 1 

 

TABLA DE PENSIONES ALIMENTICIAS MÍNIMAS 

Nivel 1: Si los ingresos del demandado son de: 264 hasta 528 dólares 

Edad del/la alimentado/a 

Derechohabientes 0 a 4 años (11 meses 29 

días) 
5 años en adelante 

1 hijo/a 27,2% del ingreso 28,53% del ingreso 

2 hijos/as 39,67% del ingreso 41,72% del ingreso 

3 o más hijos/as 52,18% del ingreso 54,23% del ingreso 

*Lo mínimo que el demandado necesita para satisfacer sus necesidades es de 

20,9% de sus ingresos 

Nivel 2: Si los ingresos del demandado son de: 529 hasta 1320 dólares 

Edad del/la alimentado/a 

Derechohabientes 0 a 4 años (11 meses 29 

días) 
5 años en adelante 

1 hijo/a 33,70% del ingreso 35,75% del ingreso 

2 o más hijos/as 47,45% del ingreso 49,51% del ingreso 

*Lo mínimo que el demandado necesita para satisfacer sus necesidades es de 25% 

de sus ingresos 

Nivel 3: Si los ingresos del demandado son de: 1321 dólares en adelante 

Edad del/la alimentado/a 

Derechohabientes 0 a 4 años (11 meses 29 

días) 
5 años en adelante 

1 hijo/a 41,36% del ingreso 44,57% del ingreso 

2 hijos/as 52,06% del ingreso 55,26% del ingreso 

*Lo mínimo que el demandado necesita para satisfacer sus necesidades es de 

26,6% de sus ingresos 

La pensión provisional 1 hijo/a: 68,42 

hasta la audiencia es para: 2 hijos/as: 104,73 

3 hijos/as en adelante: 137,74 

 



 

 

ANEXO 2 

 

Disminuye inflación alimentaria en América Latina, según FAO 

 

La inflación alimentaria en América Latina y el Caribe presenta una tendencia a 

la baja, afirmó hoy la Organización de Naciones Unidas para la Agricultura y la 

Alimentación (FAO). 

 

Según el nuevo informe regional de la FAO la inflación de los alimentos se 

redujo durante el primer trimestre de 2011 a 1,9%, situándose por debajo de la 

inflación general, que alcanzó 2,1% en ese periodo. 

 

El oficial de la FAO para la región, Alan Bojanic, señaló que esta caída es 

bienvenida porque “la inflación alimentaria afecta principalmente a las familias 

más pobres, que en algunos países gastan hasta un 60% de sus ingresos en 

comida”. 

 

Sin embargo, consideró que los precios siguen altos y recordó que la principal 

razón de la inseguridad alimentaria en América Latina son las dificultades en el 

acceso a los alimentos. 

 

La inflación alimentaria anual (marzo 2010 a marzo 2011) también muestra una 

tendencia descendente, pero se mantiene más alta que la inflación general, 

alcanzando 7,7 % y 6,5 %, respectivamente, señaló la FAO. 
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